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I. RELACIÓN ENTRE LA POLÍTICA DE COMPETENCIA Y LA POLÍTICA COMERCIAL E INDUSTRIAL

1. Según lo previsto en el mandato, en esta parte del estudio se abordan diversas cuestiones que atañen a la relación entre la política de competencia, en particular en su conexión con el comercio internacional y la política comercial, y la política industrial.  Se hace referencia a los trabajos teóricos y empíricos sobre la materia y a otras fuentes públicamente disponibles.

2. Se pasa revista en primer lugar a los conceptos clave utilizados en los estudios pertinentes.  Se presentan después las principales descripciones de la política industrial y la política de competencia.  Después se examinan y evalúan las diversas alternativas y complementariedades que se pueden plantear y que se exponen en los trabajos teóricos y empíricos sobre la cuestión.  Se presta particular atención a la experiencia de varias economías de Asia, teniendo en cuenta la importancia otorgada a esas economías en los estudios económicos y en los debates sobre políticas en el Grupo de Trabajo de la OMC y en otros foros.  Se describen asimismo diversas formas en que se abordan en jurisdicciones que cuentan con regímenes nacionales efectivos en materia de competencia las posibles tensiones, en la medida en que surjan, entre la legislación sobre competencia y el logro de una mayor eficiencia dinámica.  Esta parte del estudio concluye con un examen de las posibles consecuencias que para las opciones nacionales en materia de política industrial y económica tendrían las disposiciones pertinentes de un marco multilateral sobre política de competencia.

Conceptos clave utilizados en los estudios sobre la cuestión

3. Antes de examinar la interrelación entre competencia, comercio y políticas industriales, resultará útil clarificar en la medida de lo posible algunos términos utilizados en los estudios existentes sobre la cuestión.

4. Conviene distinguir, ante todo, entre objetivos finales y objetivos intermedios de una política.
  Los primeros se refieren a la meta última que se pretende alcanzar y no a hitos más próximos.  Los segundos son metas, a veces importantes, que se prevé alcanzar antes de llegar al objetivo final.  Por ejemplo, como se examinará más detenidamente infra, algunos autores opinan que el objetivo último de la política de competencia es promover el desarrollo económico, y que éste puede alcanzarse (entre otros medios) a través de un crecimiento económico más rápido.  Los mismos especialistas opinan que el aumento de los gastos de inversión de las empresas estimula el crecimiento económico y que, utilizando la terminología presentada supra, el aumento de los gastos de inversión es un objetivo intermedio de la política de competencia.  (No se pretende por el momento evaluar la validez de esos supuestos;  esa cuestión se analizará más adelante.) 

5. Nada impide que una política industrial o de competencia tenga múltiples objetivos finales o intermedios, como también se analizará más detenidamente infra.

6. También deben distinguirse los objetivos de las políticas de los instrumentos de que dispone el Gobierno para alcanzar esos objetivos.  Entre esos instrumentos se cuentan las medidas que están facultados para adoptar el Estado, los tribunales o sus representantes.

7. El concepto de eficiencia, ampliamente utilizado en los análisis sobre los objetivos de la competencia, se utilizará a menudo en esta parte del estudio.  Por definición, una transacción económica voluntaria supone la existencia de un comprador que adquiere un producto por una cantidad igual o inferior al monto máximo que esta dispuesto a pagar por él.  La diferencia entre el monto efectivamente desembolsado y el monto máximo que el consumidor estaría dispuesto a pagar se conoce como excedente del consumidor de esa transacción.  El productor, por su parte, suministra un producto si el precio que percibe por él es igual o superior a su costo marginal, y esa diferencia se denomina excedente del productor de la transacción.  La agregación de los excedentes de los consumidores y productores de todas las transacciones da lugar a la suma total de los excedentes de consumidores y productores en una determinada situación de mercado.  Los economistas definen una determinada situación de mercado como eficiente si no hay ninguna otra manera en que puedan organizarse as transacciones en el mismo mercado para incrementar la suma total de los excedentes de productores y consumidores.

8. El concepto de eficiencia presenta aspectos estáticos y dinámicos.  Por eficiencia estática se entiende la maximización de los beneficios de las transacciones voluntarias en un momento dado, es decir, la maximización de la suma de los excedentes de productores y consumidores de un mercado en un momento determinado.  Por eficiencia dinámica se entiende, en cambio, la maximización de la suma de esos excedentes a lo largo del tiempo.  Ese concepto tiene en cuenta, en particular, los efectos del progreso técnico, la innovación y diversos tipos de inversiones.  Conviene señalar asimismo que en los trabajos disponibles sobre el papel de la política de competencia en el desarrollo económico se aprecia a menudo una vinculación implícita, aunque raramente formulada explícitamente, entre la eficiencia dinámica y determinados criterios observables y habitualmente utilizados para medir los resultados económicos a largo plazo, como el crecimiento económico.

9. Al analizar el concepto de eficiencia, algunos autores han considerado útil adoptar un enfoque diferente y distinguir entre cuatro tipos de eficiencia.  Kolasky y Dick (2002), por ejemplo, diferencian entre eficiencia en la asignación, eficiencia en la producción, eficiencia dinámica y eficiencia transaccional, que se describen en el recuadro I.B1.

	Recuadro I.B1:  Una clasificación alternativa de los distintos tipos de eficiencia

Kolasky y Dick (2002) exponen una taxonomía de las eficiencias.  El primer concepto de eficiencia que examinan es el de eficiencia en la asignación, que describen como sigue:

	"Al nivel más general, se dice que un mercado logra la "eficiencia en la asignación" cuando los procesos del mercado conducen a la asignación de los recursos de la sociedad a su uso más valioso entre los diversos usos alternativos.  En el contexto de las transacciones de mercado entre consumidores y productores, el principio de eficiencia en la asignación puede formularse más concretamente señalando que el valor del producto en manos de los consumidores se iguale "en el margen" al valor de los recursos utilizados en su producción.

	Esa condición intuitiva de "igualación en el margen" supone que la economía maximiza el valor agregado de todos sus recursos asignándolos a los usos que generan más valor.  A partir de una situación de asignación eficiente, si una empresa produjera una unidad adicional del producto, el costo en recursos para la sociedad sería superior a lo que los consumidores estarían dispuestos a pagar por esa última unidad.  El resultado sería una disminución del bienestar social total.  Análogamente, si la empresa redujera la producción en una unidad, la pérdida para los consumidores sería inferior al valor de los recursos en cualquier uso alternativo.  También en ese caso disminuiría el bienestar total" (página 49).

	Kolasky y Dick pasan después a examinar el concepto de eficiencia en la producción:

	"Se dice que la producción es eficiente cuando todos los bienes se producen al menor costo total posible.  Una formulación equivalente del criterio de la eficiencia en la producción es la de que no es posible incrementar la producción de un producto mediante una reasignación o reorganización alternativa de los recursos (por ejemplo, de la mano de obra, las materias primas o la maquinaria).  Esa formulación resalta el principio de que las elecciones de las empresas entrañan disyuntivas explícitas entre usos alternativos de recursos escasos" (páginas 51-52).

	El tercer tipo de eficiencia examinado por Kolasky y Dick es el de eficiencia dinámica:

	"Mientras que la eficiencia en la asignación y la eficiencia en la producción pueden considerarse como criterios estáticos (que presuponen que los conocimientos tecnológicos de la sociedad permanecen constantes) una visión más dinámica de la eficiencia requiere un examen de las condiciones en las que los conocimientos tecnológicos y la gama de productos viables pueden ir ampliándose por medios tales como el aprendizaje en la práctica, las actividades de investigación y desarrollo, y la creatividad empresarial" (página 56).

	Por último, Kolasky y Dick examinan la "eficiencia en las transacciones", sobre la que observan lo siguiente:

	"… en su elección de prácticas comerciales, contratos y modalidades de organización, los participantes en el mercado buscan minimizar los costos de las transacciones y, en particular, reducir los costos de información y mitigar la exposición a comportamientos oportunistas o a los [denominados] atracos" (página 58).

	Las prácticas comerciales pueden diferir en cuanto a la magnitud de los costos en los que han de incurrir las partes en las transacciones, por lo que algunas prácticas pueden resultar más "eficientes" que otras a ese respecto.


B. Objetivos e instrumentos de la política de competencia y la política industrial
1. Política de competencia

10. Durante los últimos 100 años, aproximadamente, se puede observar una evolución de la importancia otorgada a los diferentes objetivos de la política de competencia.  Los siguientes párrafos tienen por objeto describir esa evolución y destacar su importancia para los debates en curso acerca del posible contenido de un marco multilateral sobre política de competencia.  No se pretende examinar aquí el fundamento de los distintos objetivos definidos de política de competencia
, y el hecho de que más abajo se enumere un objetivo no debe interpretarse como un apoyo a ese objetivo. 

11. En un principio se dio gran prioridad a los procesos de protección del mercado y a los derechos a realizar actividades económicas, como se señala en la siguiente cita de un estudio conjunto del Banco Mundial y la OCDE:


"Aunque en los últimos 100 años se han asignado muchos objetivos a la política de competencia, destacan algunas cuestiones importantes.  El objetivo más corrientemente citado es el de mantenimiento del proceso competitivo o de la libre competencia, o de protección o promoción de la competencia efectiva, que se considera sinónimo de eliminar o prevenir restricciones injustificadas de la competencia.  Otros objetivos conexos son la libertad de comercio, la libertad de elección, y el acceso a los mercados.  En algunos países, como Alemania, la libertad de acción individual se considera como el equivalente económico de un sistema constitucional más democrático.  En Francia se pone el acento en la política de competencia como medio de garantizar la libertad económica, es decir, la libertad de competir." (Banco Mundial-OCDE 1997, página 2.)

12. Esa cita indica que la protección de la libertad económica y de los procesos competitivos, así como de la equidad en las relaciones económicas, se ha considerado históricamente en muchos países como uno de los objetivos de la política de competencia.  Análogamente, la nueva Ley de Competencia de la India hace referencia en su preámbulo a los objetivos de prevenir las prácticas que tengan efectos negativos para la competencia, promover y mantener la competencia en los mercados, proteger los intereses de los consumidores y garantizar la libertad de comercio para otros participantes en los mercados de la India.

13. Sólo después de que empezara a promulgarse legislación sobre competencia se desarrolló una corriente de pensamiento que justificaba determinadas leyes sobre competencia con el argumento de que propiciaban mejoras de la eficiencia económica.  En realidad, la lógica del análisis estático de la eficiencia de los mercados y la retórica de la "protección del proceso competitivo" fueron a menudo aparejadas, acompañadas de consideraciones de bienestar de los consumidores.  Posner (1976), por ejemplo, en su importantísimo estudio sobre la legislación antitrust de los Estados Unidos, sostiene que el "objetivo fundamental" de esas disposiciones es "la protección de la competencia y de la eficiencia" (Posner 1976, página 226).  Ese punto de vista adquirió considerable difusión, y explica el importante papel que sigue desempeñando la eficiencia estática en la aplicación de la política de competencia.

14. Más recientemente, muy diversos analistas han destacado la importancia de la eficiencia dinámica como objetivo legítimo y apremiante de la política de competencia.  Por ejemplo, Singh (2002) sostiene que la política de competencia de los países en desarrollo debe respaldar el proceso general de desarrollo de la economía, y señala:


"la necesidad de otorgar precedencia a la eficiencia dinámica frente a la eficiencia estática como objetivo fundamental de la política de competencia." (Singh 2002, página 22.)

15. En el mismo orden de cosas, Audretsch et al. (2001), Baker (1999), Baumol (2001), y Posner (2001) señalan que, habida cuenta de la naturaleza de las tecnologías, las preferencias de los consumidores o el ritmo de innovación de determinados sectores, es necesario revisar la importancia otorgada a la eficiencia estática como objetivo de la política de competencia.  De acuerdo con este criterio, como se explicará más detalladamente infra
, en muchas jurisdicciones con regímenes activos de protección de la competencia, el fomento de la innovación o la eficiencia dinámica se ha convertido en un objetivo importante de la política de competencia, que se tiene expresamente en cuenta en la aplicación de la legislación sobre competencia.  No es cierto, pues, que la política de competencia tal como se aplica en la actualidad en las principales jurisdicciones preste poca o ninguna atención a consideraciones de eficiencia dinámica.  Por el momento, sin embargo, bastará con señalar que los análisis de los procesos de mercado en los países industriales y los países en desarrollo ponen cada vez más de manifiesto la importancia de las consideraciones de eficiencia dinámica como objetivo apropiado de la política de competencia.  Además, se trata de un interés generalizado, que no se circunscribe ni a las economías más ricas ni a las más pobres.

16. Conviene señalar asimismo que muchos Estados han introducido explícitamente otros objetivos en su legislación nacional sobre competencia.  Por ejemplo, como se ha observado en el Grupo de Trabajo de la OMC, en la Ley de Competencia de 1998 de Sudáfrica se estipula lo siguiente:


"La finalidad de la presente Ley es promover y mantener la competencia en la República con el fin de:


a)
fomentar la eficiencia, la adaptabilidad y el desarrollo de la economía; 


b)
ofrecer a los consumidores precios competitivos y elección de productos;


c)
promover el empleo y el bienestar social y económico de los sudafricanos;


d)
ampliar las oportunidades de participación de Sudáfrica en los mercados mundiales y reconocer el papel de la competencia extranjera en la República;


e)
garantizar a las pequeñas y medianas empresas oportunidades equitativas de participación en la economía;  y


f)
promover la extensión de la propiedad privada, en particular entre las capas tradicionalmente desfavorecidas" (capítulo 1, artículo 2).

17. Esa multiplicidad de objetivos se debe a que:

"Uno de los principios fundamentales de la política y la legislación de Sudáfrica en la esfera de la competencia es la necesidad de conjugar debidamente los objetivos de la eficiencia económica y de la equidad y el desarrollo socioeconómicos" (Introducción de la página Web de la Comisión de Competencia de Sudáfrica, http://www.compcom.co.za/aboutus/ aboutus_intro.asp?level=1&desc=7).

Ese ejemplo demuestra que la legislación sobre competencia puede no estar orientada hacia un solo objetivo.

18. En cuanto a los instrumentos de política de competencia, es importante tener presente que esa política puede dirigirse tanto contra las prácticas anticompetitivas privadas como contra las medidas o instrumentos públicos que afectan a la situación de la competencia en los mercados.  Por ejemplo, los obstáculos al comercio o a la inversión extranjera y los requisitos de obtención de licencias, entre otras medidas, pueden influir en la intensidad de las presiones competitivas en los mercados, por lo que muchos investigadores las consideran objetivos adecuados de la política de la competencia.

19. En muchas jurisdicciones, el instrumento utilizado contra los efectos anticompetitivos de las medidas de las autoridades públicas son las actividades de promoción de la competencia.  En un informe a la Red Internacional para la Competencia, su Grupo de Trabajo de Promoción definió así ese instrumento:


"Por promoción de la competencia se entiende las actividades realizadas por la autoridad en materia de competencia para fomentar un entorno competitivo para las actividades económicas por medio de mecanismos no obligatorios, principalmente a través de su relación con otros organismos públicos y mediante actividades de sensibilización de la opinión pública sobre las ventajas de la competencia" (ICN 2002, página i).

20. La contribución potencial de las actividades de promoción de la competencia al funcionamiento de la economía nacional se ha examinado detenidamente en el Grupo de Trabajo sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia.  En el recuadro I.B2 se muestran diferentes tipos de medidas de promoción de la competencia.

	Recuadro I.B2:  Promoción de la competencia

La creciente importancia otorgada a la promoción de la competencia se describe en Anderson y Jenny (2002).


	"Además de las ventajas potenciales que para los países en desarrollo tiene la aplicación adecuada de legislación sobre competencia, las deliberaciones celebradas en el Grupo de Trabajo de la OMC sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia y otros foros, como el Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia, han puesto de manifiesto la importancia de las denominadas actividades de promoción de la competencia.  Éstas pueden abarcar actividades de educación pública, estudios e investigaciones sobre las necesidad de medidas de apertura de los mercados, intervenciones oficiales ante comisiones legislativas y otros órganos públicos, o gestiones "entre bastidores" dentro del gobierno, y, como se ha señalado en el Grupo de Trabajo, se encuentran quizás entre las actividades más útiles y fructíferas que realiza el personal de las organizaciones" (página 7).

	Anderson y Jenny (2002) examinan asimismo la relación especialmente estrecha que existe entre las actividades de promoción de la competencia y las disposiciones de reglamentación:

	"La importancia de las actividades de promoción de la competencia se manifiesta en parte en relación con la medidas de reglamentación.  Por supuesto, tanto en las economías desarrolladas como en las economías en desarrollo esas medidas pueden adoptarse, y se adoptan a menudo, con fines justificados.  Por ejemplo, está demostrado que la reglamentación puede ser una respuesta eficiente a disfunciones del mercado, como, por ejemplo, la carencia de información suficiente o la existencia de un monopolio natural (una situación en la que resulta más eficiente el abastecimiento del mercado por una única empresa).  Sin embargo, es importante tener en cuenta que, independientemente de sus objetivos declarados, en muchos casos la reglamentación, lejos de promover la eficiencia y el bienestar económico, los entorpece.  Así suele ocurrir, por ejemplo, cuando impone restricciones a la entrada, a la salida o a la fijación de precios en sectores en los que no existe un monopolio natural.  De hecho, la experiencia tanto de los países desarrollados como de los países en desarrollo indica que lo que sucede en muchos casos es que la reglamentación no se impone a las empresas atendiendo al bien general, sino que las empresas ya implantadas presionan para que se apliquen medidas de reglamentación que respondan a sus propios intereses, con el fin de limitar la entrada en el sector y poder así fijar precios más elevados para sus productos.  Los efectos de esas prácticas como enorme obstáculo para el desarrollo económico se conocen por lo menos desde Krueger (1974), y se han corroborado en análisis recientes del Banco Mundial y de otros organismos relacionados con el desarrollo.  Por consiguiente, para la implantación de economías de mercado sin distorsiones en los países en desarrollo y países en transición puede resultar fundamental eliminar suprimir las reglamentaciones ineficientes con efectos restrictivos e intervenciones conexas" (página 7).


21. A pesar de la importancia otorgada a la promoción de la competencia tanto en los regímenes nacionales en materia de competencia como en la labor de las organizaciones internacionales al respecto, la política de competencia de muchos países se centra en otro instrumento -la legislación sobre competencia y su aplicación-.  Audretsch et al. (2001) la describen como sigue:


"La legislación sobre competencia (o antitrust) fija las normas que han de regir la rivalidad competitiva.  Abarca un conjunto de directrices que limitan las estrategias a las que pueden recurrir las empresas." (página 614)

22. Hoekman y Holmes (1999) proporcionan una definición más concreta de la legislación nacional sobre competencia:


"como conjunto de normas y disciplinas establecidas por los gobiernos en relación con los acuerdos entre empresas para restringir la competencia o el abuso de posición dominante (incluidos los intentos de alcanzar una posición dominante por medio de fusiones)" (página 877).

23. En UNCTAD (2002a) se presenta una lista de medidas comprendidas en el ámbito de aplicación de la política de competencia.  Aunque no existe una lista convenida de los elementos constitutivos de la legislación sobre competencia, los cinco instrumentos siguientes ocupan un lugar destacado en la mayoría de las descripciones de esas leyes:


1.
Medidas aplicables a acuerdos entre empresas que operan en el mismo mercado para limitar la competencia.  Pueden consistir en disposiciones por las que se prohíben los cárteles o se autorizan sólo en determinadas circunstancias.


2.
Medidas aplicables a intentos de una gran empresa bien implantada de ejercer independientemente poder de mercado (lo que a veces se denomina abuso de posición dominante).


3.
Medidas aplicables a empresas que, actuando colectivamente pero sin un acuerdo explícito entre ellas, tratan de ejercer poder de mercado.  Se denominan a veces medidas contra el dominio colectivo.


4.
Medidas aplicables a los intentos de una o varias empresas para expulsar del mercado a uno o más de sus rivales.  Ejemplo de esas medidas son las leyes que prohíben la fijación de precios predatorios.


5.
Medidas aplicables a la colaboración entre empresas con fines de investigación, desarrollo, ensayo, comercialización y distribución de productos.

24. Esa lista de cinco instrumentos no pretende ser exhaustiva ni sugerir que se otorga la misma importancia a todos esos elementos en cada país que aplica disposiciones en materia de competencia.

25. Conviene señalar asimismo que la legislación sobre competencia y las actividades de promoción no son esferas totalmente separadas:  en muchos países la legislación nacional pertinente autoriza explícitamente actividades de promoción.  Por ejemplo, las leyes sobre competencia del Canadá y de la India contienen disposiciones concretas relativas a las actividades de promoción de la competencia.

2. Política industrial

26. El análisis de la política industrial en los trabajos existentes sobre la materia es considerablemente menos preciso que en el caso de la política de competencia;  por consiguiente, a continuación se detallan distintos puntos de vista.  

27. Una observación recurrente es que uno de los objetivos de la política industrial en los países en desarrollo es facilitar una "transformación estructural" de sus economías.  Singh (2002) lo expresa como sigue:


"… la importancia crucial de la política industrial reside en su utilización para impulsar los cambios estructurales necesarios para el desarrollo" (página 22).

28. Análogamente, en su análisis de las políticas industriales de los países en desarrollo, Dervis y Page (1984) señalan lo siguiente:


"En el período que siguió a la segunda guerra mundial, el cambio estructural en favor de la industria se consideraba como un requisito previo para la modernización y el crecimiento en la mayoría, si no la totalidad, de las economías en desarrollo.  El principal objetivo de sus políticas industriales era el de alcanzar niveles de desarrollo industrial comparables a los de Europa y Norteamérica." (página 436)

29. Pugel (1984) hace una observación similar en su análisis de la política industrial del Japón durante el período de posguerra:


"La política industrial general del Japón tiene por objetivo impulsar un crecimiento económico real alentando la reasignación de recursos a usos más productivos, tanto dentro de las empresas y los sectores como entre sectores diferentes" (página 421).

30. Utilizando la terminología expuesta anteriormente, los objetivos finales de la política industrial parecen ser la aceleración del crecimiento y el desarrollo económicos nacionales;  los objetivos intermedios aumentan la producción de los sectores con alto valor añadido o potencial de crecimiento considerable del valor añadido.  Conviene destacar que no es necesario que todas las industrias sean designadas, de conformidad con esas definiciones, como sectores de alto valor añadido o potencial de crecimiento.  Además, nada impide tampoco en principio la designación como tal de un sector no industrial, como, por ejemplo, un sector de servicios o agrícola.

31. Algunos especialistas consideran insatisfactorias las definiciones disponibles de política industrial, a la que han atribuido también otros objetivos.  Por ejemplo, Bora et al. (1999) observan lo siguiente:


"Conviene señalar de entrada que el concepto de 'política industrial' está mal definido, tanto en lo que se refiere a sus objetivos como a los sectores que abarca y a los instrumentos que utiliza.  La definición pragmática aportada por el Banco Mundial (1993)
, 'medidas públicas tendentes a alterar la estructura industrial con el fin de promover un crecimiento basado en la productividad', resulta útil porque se centra en el objetivo del crecimiento de la productividad de los factores a nivel de toda la economía, en vez de en la mera modificación de la estructura de la producción."


"En lo que se refiere a los objetivos, muchos países en desarrollo tienen presente la posibilidad de lograr aumentos de la productividad a largo plazo.  Sin embargo, en la mayoría de los casos la política industrial tiene múltiples objetivos, como los de aumentar el empleo a corto plazo, incrementar la producción, mejorar la distribución de la renta o fomentar la capacidad tecnológica.  También cuentan a menudo, con justificación o sin ella, objetivos no económicos de orgullo y prestigio nacionales, así como la creencia en la necesidad de promover sectores nacionales 'estratégicos'."


"Esos objetivos se confunden ulteriormente en la medida en que muchas economías en desarrollo consideran que la propiedad de los activos no es una cuestión indiferente.  Se teme que la propiedad extranjera no siempre se conjugue bien con los objetivos generales de desarrollo, incluido el de fomentar la capacidad nacional.  En algunos casos, la propiedad extranjera puede conducir al desplazamiento de empresas nacionales.  Por lo tanto, aunque se adopte la definición del Banco Mundial ... lo cierto es que los países en desarrollo han planteado inquietudes sobre la fuente del crecimiento."  (Bora et al. 1999, páginas 1-2.)

32. En resumen, las políticas industriales de los países en desarrollo parecen tener múltiples objetivos.

33. Como ocurre también en el caso de la política de competencia, no parece haber un conjunto de instrumentos generalmente considerados parte integrante de la política industrial.  En los trabajos sobre la materia pueden encontrarse varios análisis de esos instrumentos.  En su innovador y heterodoxo estudio sobre la industrialización del Asia Oriental, Wade (1990) diferencia entre instrumentos funcionales y sectoriales de política industrial.  Define los segundos como sigue:


"Una política industrial sectorial tiene por objeto canalizar recursos hacia determinados sectores con el fin de proporcionar a los productores de esos sectores una ventaja competitiva" (página 13).

34. En cambio, las medidas funcionales afectan a factores presentes en toda la economía (por ejemplo, la disponibilidad de ingenieros o el precio de la energía) o modifican en principio de la misma manera los incentivos para todos los inversores o todas las empresas, independientemente del sector en el que actúen.  Un ejemplo de instrumento funcional de política industrial es una subvención o bonificación fiscal a la inversión que se aplique en toda la economía.

35. En su análisis de los resultados de la economía japonesa en la posguerra, Tilton (1996) analizó dos tipos de instrumentos de política económica.  Describió así el primero:


"La principal modalidad de política industrial consiste en este contexto en asignar recursos a sectores a los que se otorga precedencia.  Ello puede hacerse mediante medidas que proporcionan directamente recursos a las industrias, como exenciones fiscales, préstamos, subvenciones, y protección de las importaciones.  Más importantes, sin embargo, han sido las políticas tendentes a reducir la competencia entre empresas …  La política industrial también puede apoyar a la industria facilitando o contribuyendo a difundir información sobre oportunidades de mercado o tecnológicas" (páginas 2 y 3).

Y señaló más adelante:


"Un segundo tipo de política industrial, la política de comercio estratégico, tiene por objeto aprovechar las oportunidades que ofrecen sectores industriales estratégicos promoviéndolos dentro del país y ayudándolos a hacerse con una participación mayor en los mercados mundiales" (página 3).

36. La descripción hecha por Tilton de las políticas industriales es importante en el contexto del presente estudio porque pone de manifiesto que algunos instrumentos de política de competencia y de política comercial son considerados también por algunos autores como instrumentos de política industrial.

37. La descripción más exhaustiva de los instrumentos de política industrial es quizás la de Pangestu (2002):


"En la práctica, los países han aplicado en sus políticas industriales una amplia gama de instrumentos.  Cabe distinguir entre intervenciones en el mercado exterior, en el mercado de productos, y en el mercado de factores.


Las intervenciones en el mercado exterior entrañan la protección de sectores de producción nacionales frente a las importaciones, utilizando instrumentos tales como aranceles de importación, contingentes, regímenes de licencias, y programas de contenido nacional, así como medidas de promoción de las exportaciones para ayudar a los sectores en cuestión a recuperar su retraso e introducirse en nuevos mercados.  Instrumentos habituales de promoción de las exportaciones son las subvenciones a la exportación, las zonas de elaboración para la exportación, y los créditos subvencionados (vinculados a veces a metas de exportación).


Entre las intervenciones en el mercado de productos para promover la competencia en el mercado interior se cuentan la política de competencia (que tiene por objeto garantizar la libre competencia entre los productores nacionales y los extranjeros) y la reglamentación de la entrada en el mercado nacional.


Las intervenciones en el mercado de factores comprenden políticas tales como las prescripciones en materia de resultados y las restricciones a la inversión extranjera directa (IED) tendentes a influir en las operaciones de las filiales extranjeras para asegurar que la IED reporte un beneficio neto al país receptor.  Cuando esas intervenciones se realizan en el mercado de capital y en el sector financiero, suelen tener por objeto corregir las imperfecciones del mercado financiero, fomentar industrias nacientes, y proteger o eliminar gradualmente industrias en decadencia.  Esas medidas pueden consistir en el establecimiento de instituciones de financiación para el desarrollo, la concesión de subvenciones directas para equipo a determinadas empresas industriales, la aplicación de subvenciones o asistencia para equipo a sectores maduros o en decadencia, y la facilitación del acceso prioritario al crédito (en muchos casos a tipos de interés subvencionados) imponiendo a las instituciones financieras la obligación de conceder préstamos a determinados sectores o tipos de empresas.  Las intervenciones en el mercado de trabajo pueden tener objetivos de eficiencia o de equidad.  Las primeras se proponen el desarrollo de los recursos humanos por medio de la educación y la capacitación, mientras que las segundas pueden consistir en la fijación de salarios mínimos o el establecimiento de sistemas de seguridad social" (páginas 150-1).

38. La descripción que hace Pangestu de los instrumentos de política industrial tiene interés por diversas razones.  En primer lugar, pone de manifiesto que la aplicación de la legislación sobre competencia no es sino uno de los numerosos instrumentos de los que puede servirse la política industrial.  Esa observación es importante, pues entraña que la preponderancia de los instrumentos de política industrial estaría fuera del ámbito de un posible marco multilateral sobre política de competencia, tal y como lo conciben actualmente quienes lo propugnan.  En segundo lugar, Pangestu atribuye a la política de competencia la finalidad de promover la rivalidad, y no de restringirla, como sugería Tilton.  Es el primer signo de una divergencia de opiniones sobre la aportación de la rivalidad entre empresas al desarrollo económico.

C. Política de competencia y eficiencia dinámica:  disyuntivas y complementariedades
39. La finalidad de la presente sección del estudio es describir las principales relaciones conceptuales entre la aplicación de la legislación sobre competencia y los factores que se considera que influyen en la eficiencia económica dinámica.  Después, en la sección D, se examinan las experiencias de varias economías de Asia en lo que se refiere a la relación entre política de competencia y política industrial.  Esos análisis aportarán una visión de conjunto sobre las sutiles y diversas interrelaciones entre esas dos políticas y los procesos de desarrollo económico.

40. Para establecer el marco de referencia, conviene recordar que en un mercado competitivo, sin intervenciones estatales, asimetrías de información, impedimentos a la entrada y salida de empresas, ni prácticas anticompetitivas, los precios y las cantidades se estabilizarán en cada momento a niveles que generen una situación económicamente eficiente;  por ejemplo logrando la eficiencia estática.  En esa situación, el precio que paguen los consumidores por un producto será igual al costo marginal de la empresa que produzca la última unidad de ese producto.  La formación de cárteles y la colusión entre empresas, que aumentan los precios por encima de los costos marginales, dan lugar a una configuración del mercado en la que la suma de los excedentes de los consumidores y de los productores desciende por debajo del nivel de eficiencia estática.  Por consiguiente, la aplicación de disposiciones sobre competencia que alienten a las empresas a competir (o que desalienten o impidan prácticas tendentes a limitar la rivalidad) mejorarán la asignación de los recursos al hacer que la configuración del mercado tienda a la situación de eficiencia estática.

41. Por consiguiente, en general, no es probable que surjan tensiones entre la aplicación adecuada de la legislación sobre competencia y el logro de eficiencia en un sentido estático.
  Lo que cabe preguntarse, sin embargo, es si la aplicación de esas normas y la rivalidad entre empresas impiden la consecución de eficiencias dinámicas, y por tanto el funcionamiento a largo plazo de las economías.  La siguiente subsección del estudio centra su atención en esta cuestión.

Posibles disyuntivas entre la aplicación de la legislación sobre competencia y la mejora de la eficiencia dinámica

42. En la presente sección del estudio se examinan y evalúan cuatro puntos de vista expuestos en la documentación y en la justificación de políticas pertinentes sobre cómo y por qué la aplicación de la competencia puede dificultar la realización de la eficiencia dinámica u otros objetivos de la política industrial.  El análisis se basa exclusivamente en estudios económicos y de desarrollo publicados.  Es importante reconocer que el objetivo consiste aquí en describir de manera precisa -y luego evaluar- una serie de puntos de vista examinados en los debates entre los responsables de la formulación de políticas y la sociedad civil, así como en los medios académicos, sobre cuestiones relativas a la política nacional e internacional de competencia.  Por este motivo, algunos de los puntos de vista que se exponen no representan necesariamente lo que podría considerarse como una opinión académica predominante. 

43. El fundamento del primero de esos puntos de vista reside en la observación de que, a diferencia de los países industriales, en muchos casos las economías en desarrollo no cuentan con mercados eficientes de factores -por ejemplo, bolsas de valores y mercados de títulos de renta fija- y en muchos casos no han conseguido crear instrumentos que refuercen el funcionamiento de los mercados, como legislación sobre quiebras y mecanismos eficaces para hacer respetar los contratos (Laffont 1998).  Se observa que la carencia de esos mercados y mecanismos modifica el nivel óptimo de competencia en una economía, por lo que tiene consecuencias también en lo que se refiere a la forma y la intensidad con que conviene aplicar la política de competencia.  También se señala que esas consideraciones son especialmente importantes cuando la elaboración de las políticas económicas se rige por criterios de eficiencia dinámica.  Singh (2002) explica la lógica en que se sustenta este razonamiento:


"Con el fin de ir elevando los niveles de vida de sus habitantes, las economías en desarrollo necesitan altas tasas de inversión que permitan lograr un rápido crecimiento de la productividad.  Para sustentar altas tasas de inversión se requieren a su vez altas tasas de beneficios que mantengan la propensión a invertir del sector privado.  De esa consideración se deduce que en ocasiones puede haber demasiada competencia, en vez de demasiado poca.  La competencia es excesiva si conduce a guerras de precios y a una pronunciada disminución de los beneficios, factores que suelen tener por efecto la disminución de la propensión a invertir de las empresas" (página 19).

44. Ese punto de vista se basa en el supuesto implícito de que las empresas de las economías en desarrollo tienen que autofinanciarse al no poder obtener préstamos de bancos u otros intermediarios financieros.  Si no es posible obtener esos créditos, una atenuación de las presiones competitivas permite a las empresas aumentar los precios y conseguir fondos para invertir.
  Tilton (1996) describe en forma explícita los efectos de las políticas que reducen la competencia entre empresas:


"En la medida en que tienen por consecuencia aumentos de los precios, esas políticas entrañan una transferencia de recursos de los consumidores a las industrias destinatarias" (página 3).

45. Singh (2002) también señaló que para reducir la rivalidad no basta con mantener los precios fijados por las empresas.  También debe abordarse el problema del exceso de capacidad, que, en su opinión, puede desencadenar guerras de precios.  Por consiguiente, en los sectores prioritarios o de alto crecimiento los gobiernos tendrán que desempeñar un papel activo en la gestión de las decisiones de inversión (véase Singh 2002, página 19).  En resumen, se pone en duda que la situación óptima sea la de máxima competencia, y se sugiere que la aceleración del crecimiento económico requiere una mezcla de cooperación y competencia entre empresas.

46. Amsden y Singh (1994) expusieron una variante ligeramente distinta de ese razonamiento en su análisis del "Grado óptimo de competencia y eficiencia dinámica en el Japón y Corea":


"En general, el que se promoviera o se restringiera la competencia [en el Japón] dependía del sector y de su ciclo vital:  en los sectores jóvenes, durante la fase de desarrollo, el Gobierno desalentaba la competencia;  cuando alcanzaban la madurez tecnológica se permitía que floreciera la competencia.  Posteriormente, cuando se entraba en declive competitivo, el Gobierno volvía a desalentar la competencia y procuraba introducir una racionalización ordenada del sector (página 945)."

47. Aunque esos autores no proporcionan una justificación explícita de esas afirmaciones, pueden trazarse, sin por ello apoyarlas, las dos siguientes explicaciones, coherentes en lo esencial con Singh (2002).  En el caso de las industrias jóvenes, las empresas pueden necesitar financiar el crecimiento, por lo que la reducción de la rivalidad da lugar a un aumento de precios que, a su vez, puede generar los fondos necesarios para ese fin.  

48. Las razones que pueden aducirse para limitar la competencia en las industrias en declive son las siguientes.  Si las empresas no tienen estrictas limitaciones presupuestarias ni están seriamente amenazadas por procedimientos de quiebra, en las industrias en declive pueden perpetuarse las guerras de precios, con pocas salidas de empresas.  Esas guerras de precios conducen a una acumulación de pérdidas y al aumento de las deudas año tras año.  El creciente endeudamiento puede terminar poniendo en peligro la solvencia de los principales valedores financieros de las empresas (el propio Estado o los bancos), lo que a su vez puede tener importantes consecuencias macroeconómicas.  Ese resultado puede evitarse si el Estado impide a las empresas librar guerras de precios y tanto las empresas como las autoridades públicas toman medidas para adecuar la capacidad productiva a la demanda decreciente.

49. Una forma de evaluar esos argumentos consiste en determinar los objetivos intermedios de la política de competencia a los que se hace referencia.  En la primera formulación de Singh el objetivo intermedio era el de aumentar los recursos dedicados a la inversión.
  Se plantea, pues, la cuestión de si la limitación de la rivalidad es el medio menos costoso de lograr ese objetivo intermedio, lo que no queda demostrado en el análisis de Singh.  Como señala Tilton, la reducción de la rivalidad tiene como consecuencia el aumento de los precios que pagan los consumidores.  En cambio, una subvención o una bonificación fiscal que estimulen la inversión en la misma medida que la reducción de la rivalidad no tiene el mismo efecto negativo sobre el bienestar de los consumidores, aunque entrañan, claro está, consecuencias presupuestarias.  Otra posibilidad consistiría en canalizar fondos hacia la inversión a través del sistema bancario nacional.  Singh, Tilton y otros autores no parecen haber conseguido demostrar que esas medidas alternativas de política económica no resulten preferibles a la limitación de la rivalidad mediante la creación de cárteles u otras prácticas anticompetitivas.

50. Una segunda disyuntiva que puede plantearse entre la política de competencia y la eficiencia dinámica es la resultante de la necesidad de las empresas de alcanzar un tamaño determinado para poder competir eficazmente en los mercados mundiales.  Algunos sostienen que para que las empresas lleguen a ese tamaño apropiado se precisa la intervención del Estado, básicamente con el fin de crear o alentar a los denominados "campeones nacionales".  Esa intervención estatal puede consistir en fusiones y adquisiciones forzadas (cuando el Estado obliga a dos o más empresas a formar una sola entidad comercial) o en fusiones o adquisiciones por parte de empresas privadas bajo el patrocinio del Estado (lo que puede ser el resultado de la adopción de normas para el examen de las fusiones que resulten poco restrictivas o pasen por alto las consecuencias de las fusiones o adquisiciones propuestas que no guarden relación con la competitividad).  Se plantea, además, la cuestión de cuál es el régimen de aplicación de la legislación sobre competencia más adecuado para los campeones nacionales una vez creados éstos.  A continuación se examina la posible importancia del tamaño en la competitividad de una empresa y se analizan algunas de las consecuencias de la relación potencial entre la aplicación de la legislación sobre competencia, el tamaño de las empresas, y consideraciones de eficiencia dinámica.

51. En principio, el tamaño de las empresas se considera importante para la "competitividad" empresarial por las razones siguientes:


1.
existen economías de escala (por las que al aumentar el volumen de la producción disminuyen sus costos medios), 


2.
las empresas necesitan alcanzar una escala mínima para innovar o imitar con éxito o para obtener fondos en los mercados de capital;  y


3.
el aprendizaje en la práctica es más rápido en las empresas de mayor tamaño.

52. Cuando las empresas tienen economías de escala importantes, es posible demostrar, atendiendo a la eficiencia, que no es necesariamente una buena idea aplicar disposiciones en materia de competencia con el fin de maximizar la rivalidad entre empresas.  Un ejemplo representativo es la siguiente argumentación de Lau (1996), apoyada en consideraciones de eficiencia:


"… el gobierno ha de tener presente la existencia de rendimientos de escala crecientes que convierten en ineficiente la asignación habitual del mercado.  Por ejemplo, si el tamaño del mercado lo permite, es mejor disponer de una sola fábrica de la escala mínima eficiente que construir dos de escala inferior a la mínima eficiente.  Por eso las autoridades pueden y deben intervenir para impedir una competencia potencialmente ineficiente y tal vez ruinosa" (página 59).

53. Esos argumentos siguen influyendo en algunos responsables de la elaboración de políticas.  Por ejemplo, Estonia formuló un razonamiento similar al de Lau en una comunicación presentada a un grupo de trabajo sobre "Política de competencia en las pequeñas economías" en la tercera reunión del Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia, celebrada en febrero de 2003 (Estonia, 2003).

54. Como ya se ha señalado, algunos consideran deseable subordinar la política de competencia al objetivo de crear "campeones nacionales", o empresas impulsoras, por utilizar el análisis del ascenso de las economías no occidentales hecho por Amsden (2001).  Refiriéndose a esas economías como "las demás"
, esa autora señala lo siguiente:


"Tras un siglo de intentos vacilantes, "las demás" lograron crear empresas nacionales de gran escala y profesionalmente dirigidas" (página 190).

Ese objetivo se consiguió como sigue:


"Todas las empresas impulsoras de "las demás," ya fueran públicas o privadas, compartían una característica:  solían ser un producto de la intervención del gobierno" (Amsden 2001, página 193)
,

que podía consistir en incentivos a la fusión de empresas, absorciones forzosas y medidas similares.

55. Otra característica importante de las políticas aplicadas para crear campeones nacionales reside en que pueden entrañar discriminación contra las empresas extranjeras.  Esa discriminación puede ser de jure, como en los casos en que sencillamente se prohíbe a las empresas extranjeras adquirir empresas nacionales o concertar fusiones con ellas en determinados sectores.  También puede ocurrir que las solicitudes de adquisición o fusión de una empresa extranjera con una empresa nacional se examinen siguiendo procedimientos diferentes y posiblemente más estrictos que los aplicables a las mismas operaciones entre empresas nacionales.  La discriminación también puede ser de facto, por ejemplo si los procedimientos de examen de las fusiones se aplican de manera diferente según se trate de operaciones entre empresas nacionales u operaciones en las que interviene por lo menos una empresa extranjera.

56. Para los fines del presente estudio, la cuestión importante no es si los gobiernos deben o no promover el surgimiento de campeones nacionales.  Tampoco si las fusiones o adquisiciones logran realmente las eficiencias y reducciones de costos previstas, cuestión que ha sido ampliamente debatida en los estudios sobre organización industrial, sino si es necesario o conveniente para ello hacer más laxa la aplicación de la legislación sobre competencia.  Algunos autores han señalado las debilidades conceptuales y fácticas de los argumentos aducidos a favor de esa aplicación laxa de la legislación.  En una reciente comunicación de la República de Irlanda a la tercera reunión del Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia se resumen los principales argumentos al respecto (véase el recuadro I.B3).

	Recuadro I.B3:
Un análisis sobre la eficacia de crear campeones nacionales en las pequeñas economías mediante una aplicación laxa de las normas en materia de competencia
En una comunicación al tercer Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia, la República de Irlanda puso en cuestión la utilidad de crear campeones nacionales en el caso de pequeñas economías abiertas:

	"Los partidarios de la creación de campeones nacionales argumentan que la aplicación de los principios de la política de competencia puede resultar perjudicial para las pequeñas economías, puesto que impide a las empresas alcanzar la escala necesaria para competir internacionalmente.  Por lo tanto, la política industrial debería alentar el desarrollo de campeones nacionales, y no deberían aplicarse las normas habituales de defensa de la competencia.  Sin embargo, hay varias razones por las que esa relación inversa entre la competencia y otros objetivos de política [incluida] la política industrial, puede considerarse tenue, o incluso inexistente" (Irlanda 2003a, página 2).

	Irlanda expone ante todo el siguiente argumento:

	"En la mayoría de los casos, el mercado pertinente no se limita al mercado nacional, por lo que una evaluación adecuada de la competencia, basada en el mercado más amplio, no indica la existencia de ningún problema de competencia.  Por ejemplo, la fuerte posición de Nokia en el mercado finlandés no planteará probablemente un problema de competencia" (Irlanda 2003a, página 2).

	En esa situación, por lo tanto, la competencia del "mercado más amplio" garantiza que cualesquiera beneficios dimanantes de la creación de un campeón nacional no sean erosionados por precios internos más elevados;  no hay, pues, necesidad de sacrificar la aplicación de procedimientos estrictos de examen de las fusiones en aras del desarrollo de campeones nacionales.

	Siguiendo ese razonamiento, Irlanda señala que, en la medida en que la creación de campeones nacionales incrementa substancialmente el nivel de concentración en el mercado interno, puede hacer en realidad que resulte todavía más importante la aplicación de la legislación sobre competencia.  En efecto:

	"El que la existencia de grandes empresas dominantes no entrañe repercusiones negativas … depende en medida fundamental de que los sistemas de distribución y de importación estén abiertos a la competencia, pues eso significa que las empresas nacionales dominantes están expuestas a la competencia internacional en el mercado nacional y no sólo en los extranjeros.  De ahí que las pequeñas economías tengan todavía más razones para aplicar las normas sobre competencia más enérgicamente en los sectores de importación y distribución, lo que mitigará posibles efectos negativos dimanantes de la existencia de campeones nacionales …" (Irlanda 2003a, página 2).

	Irlanda pasa después a criticar el argumento de que las empresas nacionales "necesitan" beneficios para acometer la expansión en el extranjero, lo que, de ser cierto, entrañaría que la aplicación de determinadas disposiciones en materia de competencia (en particular las relacionadas con los cárteles y con el examen de las fusiones) tienen por objeto promover la competitividad de las exportaciones más que el bienestar de los consumidores nacionales.

	"Los beneficios monopolistas podrían tener en teoría un efecto positivo al proporcionar una fuente de financiación de las inversiones necesarias para que el campeón nacional pueda competir internacionalmente.  Sin embargo, pueden formularse diversas críticas a ese argumento."

	"Como fuente de fondos para la inversión en el extranjero, los mercados de capital son más eficientes que los beneficios monopolistas extraídos a los consumidores nacionales, y muy probablemente dan lugar a inversiones más adecuadas.  Los fondos obtenidos en los mercados de capital, ya sea mediante bonos o acciones, entrañan obligaciones, controles e incentivos para los accionistas y la dirección de las empresas.  En cambio, cuando una empresa tiene acceso a beneficios monopolistas se reducen los incentivos que promueven la inversión racional en el país o en el extranjero."

	"Si para financiar una inversión en el extranjero son necesarios beneficios monopolistas, eso significa que en realidad la inversión sólo es viable gracias a una subvención cruzada por parte de los consumidores nacionales.  Por consiguiente, el efecto global en la economía será negativo, pues la fusión será financiada por un impuesto sobre los consumidores nacionales para subvencionar la competencia en los mercados de exportación."

	"Podría plantearse un caso diferente cuando una empresa productora de varios productos se propone extender sus actividades al extranjero desde la plataforma de una fusión dentro del país, pero ésta plantea problemas de monopolio en el mercado de un producto …  En vez de bloquear toda la fusión, resultaría más conveniente aplicar medidas correctivas para proteger la competencia en el mercado interior concreto en el que se plantee el problema" (Irlanda 2003a, página 2).

	Por último, Irlanda critica implícitamente la suposición de que las grandes empresas nacionales de mayor tamaño gozan de una mayor competitividad exportadora, especialmente cuando la creación de esas grandes empresas nacionales da lugar a una reducción considerable del grado de rivalidad entre las empresas existentes.  En efecto:

	"Como han señalado Michael Porter y más recientemente la OCDE, la disciplina generada por una intensa competencia en el mercado interior es el mejor estímulo para el éxito en el extranjero.  Las empresas que tienen que competir dentro del país saben cómo reducir los costos, funcionar eficientemente, satisfacer a los consumidores y atraer clientela.  Esa experiencia les confiere una enorme ventaja cuando extienden sus actividades a mercados exteriores …

	En general, los datos disponibles desmienten en gran medida las ventajas de los monopolios internos como plataforma de lanzamiento para fusiones con empresas extranjeras.  En Irlanda hay pocos ejemplos de monopolios internos protegidos de la competencia dentro del país que hayan aprovechado esa situación para competir y extender eficazmente sus actividades a mercados extranjeros.  La experiencia indica, por el contrario, que los beneficios monopolistas no se utilizaron para iniciar operaciones en el extranjero ni se devolvieron al accionista (a menudo el Estado), sino que se derrocharon en ineficiencias dentro de las propias empresas.  Esos costos adicionales plantean problemas de transición cuando el sector o rama de actividad ha de ser objeto de reestructuración" (Irlanda 2003a, página 2).

	Irlanda concluye su análisis de la cuestión con la observación siguiente:

	"En resumen, los argumentos a favor de suspender la aplicación de la legislación sobre competencia para alentar el desarrollo de campeones nacionales son endebles.  Para ese fin existen casi con seguridad otros instrumentos de política más adecuados que las exenciones y la protección frente a la competencia interna" (Irlanda 2003a, página 3).


57. Las dos primeras corrientes de pensamiento descritas sostenían que en determinadas circunstancias podía promoverse la eficiencia dinámica por medio de medidas gubernamentales tendentes a limitar la rivalidad entre empresas.  En cambio, la tercera se propone demostrar que en mercados en los que la innovación es la principal fuente de competencia entre las empresas y no hay obstáculos a la entrada de nuevas empresas no es necesaria la intervención del Estado para promover la rivalidad impidiendo la acumulación de poder de mercado.  Esa tercera perspectiva es mucho más antigua que las otras dos.  En un libro que es ya un clásico, Capitalismo, socialismo y democracia, Schumpeter contrapuso su visión de la dinámica de una economía capitalista, que denominó "capitalismo plausible", a:


"la concepción esencialmente estática plasmada en los análisis económicos neoclásicos contemporáneos, tanto en el momento en que como (con apenas pequeñas modificaciones) 50 años después" (Scherer 1992, páginas 1416-17).

58. Schumpeter sostenía que el crecimiento económico era impulsado por los siguientes tipos de innovación (o "progreso tecnológico", por utilizar sus palabras):  nuevos bienes de consumo, mejores métodos de producción y medios de transporte, nuevos mercados, y nuevas formas de estructuración y organización de empresas y sectores.  La innovación, sin embargo, es un factor endógeno, resultante de la búsqueda de mayores beneficios por los empresarios.  De conformidad con este criterio, puesto que la innovación entraña riesgos, los empresarios están por lo general más dispuestos a invertir en ella cuando:


"las empresas pueden recurrir a toda una serie de prácticas restrictivas para proteger sus inversiones" (Scherer 1992, página 1417).

Por lo tanto,


"Schumpeter fue más allá de la idea, aceptada desde hacía mucho tiempo por los economistas, de que la expectativa de una posición de monopolio (asegurada, por ejemplo, gracias a la protección mediante patente de las invenciones) era necesaria para que resultaran rentables las inversiones.  También el propio ejercicio de un poder monopólico promovía la inversión en el progreso tecnológico.  En ese terreno, sostenía Schumpeter, tanto los economistas como los encargados de aplicar las medidas antitrust habían errado en la definición de sus prioridades" (Scherer 1992, página 1418).

En palabras del propio Schumpeter:


"Lo que hemos de aceptar es que [el establecimiento o unidad de control de gran escala] se ha convertido en el motor más poderoso … del progreso, y, en particular, del aumento a largo plazo de la producción, y no a pesar de esa estrategia que tan restrictiva parece, sino en medida considerable a través de ella …  Desde ese punto de vista, la competencia perfecta no sólo es imposible, sino inferior, y no tiene sentido presentarla como modelo ideal de eficiencia" (Schumpeter 1942, página 106).

59. Schumpeter argumentó además que la innovación daba lugar a un proceso continuo por el que nuevos productos socavaban simultáneamente la posición de las empresas ya implantadas (el denominado proceso de "destrucción creativa").  Describió como sigue las diferencias entre su propia tesis y la concepción neoclásica de la competencia basada en la eficiencia estática:


"Sin embargo, en la realidad capitalista, a diferencia de los libros de texto, lo que cuenta no es la competencia de precios, sino la competencia de nuevos productos, nuevas tecnologías, nuevas fuentes de suministro, nuevas modalidades de organización … competencia que determina ventajas decisivas en materia de costos o de calidad y que no afecta a los márgenes de beneficio y a la producción de las empresas existentes, sino a sus propios fundamentos y a su supervivencia.  Ese tipo de competencia es mucho más eficaz que el otro, de la misma manera que un bombardeo es mucho más eficaz que forzar una puerta, hasta el punto de que resulta relativamente indiferente el que funcione o no con más o menos fluidez la competencia en el sentido ordinario, pues son otras las fuerzas que determinan el aumento de la producción y la reducción de los precios a largo plazo" (Schumpeter 1942, páginas 84-5).

60. Como demuestran estas citas, aunque Schumpeter presentó una concepción alternativa de la dinámica de las economías de mercado, y criticó los análisis ortodoxos por su caracterización de los procesos de mercado, no abandonó el principio ortodoxo de que la intensa competencia entre empresas constituye el motor del progreso económico.  Por consiguiente, la teoría de Schumpeter no representa un rechazo del papel de la competencia como fundamento de la innovación y del progreso y el crecimiento económicos, sino una visión alternativa de los procesos competitivos.

61. Las consecuencias del análisis de Schumpeter para la política de competencia pueden resumirse como sigue:  deben evitarse las medidas estatales que se propongan reducir arbitrariamente los niveles de concentración o la rentabilidad de empresas innovadoras, pues con ello disminuirán los incentivos que pueden inducir a las empresas implantadas o a nuevas empresas a invertir en innovaciones potencialmente rentables.
  Lo que hay que hacer, en cambio, es centrar la atención en los obstáculos que merman la rentabilidad o las posibilidades de entrada de nuevas empresas en un sector.
  Como se verá más adelante, la aplicación de la legislación sobre competencia en jurisdicciones que cuentan con regímenes activos en esta materia ya se ha adaptado en gran medida a esa perspectiva al restar importancia al control de la concentración de mercados per se para poner mayor acento en las condiciones de entrada y otros factores que afectan a los incentivos a la innovación en los mercados.

62. Conviene señalar a ese respecto que recientes estudios empíricos han confirmado que los obstáculos a la entrada son substancialmente mayores en las economías en desarrollo que en las naciones industriales (véanse Djankov et al. 2002 y De Soto 2001).  En el caso de que no puedan introducirse reformas que reduzcan efectivamente esos obstáculos -lo que puede deberse, por ejemplo, a que en algunas situaciones no es posible eliminar en un plazo realista las prácticas de gestión pública inadecuadas- la mejor forma de promover la eficiencia dinámica puede consistir en la aplicación de medidas de política de competencia que impidan a las empresas implantadas imponer a largo plazo a los consumidores precios más elevados.  Además, en la medida en que la aplicación de legislación sobre competencia impida o dificulte la adopción por las empresas implantadas de medidas tendentes a impedir la entrada en el mercado de posibles rivales, se reforzarán los incentivos que impulsan a estas empresas a invertir en innovación.  En efecto, al disminuir las probabilidades de que su entrada en el mercado encuentre obstáculos, aumentará la confianza de esos posibles competidores en la rentabilidad comercial de sus inversiones en innovación.  El mantenimiento de la capacidad de las empresas innovadoras para entrar en un mercado -que constituye, en el modelo de Schumpeter, una de las fuentes del éxito económico a largo plazo- podría depender de la aplicación adecuada de diversas disposiciones sobre competencia.

63. Una cuarta fuente de tensión potencial entre la política de competencia, la rivalidad y la realización de la eficiencia dinámica reside en la existencia, en determinados sectores económicos, de estructuras atípicas de costos de producción o de preferencias de los consumidores.  Como ejemplo podría mencionarse la existencia de un monopolio natural, es decir, una situación en la que, como consecuencia de grandes economías de escala, el abastecimiento del mercado por un solo proveedor resulta la opción más eficiente.  Otro ejemplo al que se ha prestado mucha atención últimamente tanto en estudios académicos como en debates sobre política económica se refiere a los sectores en los que dan considerables externalidades de red (véase en White 2001 un análisis económico accesible de tales externalidades y de sus consecuencias para las políticas de reglamentación y de competencia).  En ese caso, el monto máximo que los consumidores están dispuestos a pagar por un bien o servicio depende en parte del número de otros consumidores que adquieran también el mismo bien o servicio.  Cierto es que los estudios sobre las externalidades de red se refieren por lo general a mercados integrados por empresas con tecnologías avanzadas, como el de programas informáticos (en el que los consumidores están dispuestos a pagar más por los programas que permiten crear archivos que en principio puedan abrir y modificar muchas otras personas).  Sin embargo, no hay que olvidar que muchos servicios de comunicaciones y de infraestructura que son importantes para el desarrollo económico, como los de teléfono o los de transporte por ferrocarril, presentan externalidades de red (véase Laffont y Tirole 2000).

64. Aunque el análisis de las configuraciones del mercado en presencia de esas externalidades puede resultar complejo, una conclusión que se desprende de muchos de los trabajos sobre la cuestión es que hay casos en los que los consumidores prefieren que sólo se ofrezca en el mercado un pequeño número de productos (y posiblemente un solo producto).  Si sólo funcionan unas pocas empresas, cada una de las cuales suministra un producto distinto a gran número de consumidores, las externalidades que de ello se derivan para los consumidores (resultantes del hecho de que cada producto que consumen lo consumen también muchos otros) pueden contrarrestar con creces las repercusiones negativas que para los precios pueda tener un elevado nivel de concentración del mercado.  Simplificando, puede haber ocasiones en que, por las externalidades de red que pueden crear los niveles de producción elevados, los consumidores prefieran configuraciones de mercado concentradas, con un número pequeño de empresas.

65. Además, en esos sectores las empresas pueden adoptar estrategias de fijación de precios que tengan deliberadamente en cuenta la relación entre el número actual de consumidores y el atractivo de los productos para consumidores potenciales en el futuro.  Puede ocurrir que los consumidores futuros sólo estén dispuestos a comprar el producto una vez haya rebasado un nivel crítico el número de consumidores actuales, en cuyo caso las empresas tendrán interés en mantener los precios a un nivel más bajo que el que se fijaría de no haber esas externalidades de red.  Por consiguiente, la existencia de externalidades de red beneficia a los consumidores actuales, directamente y porque desincentiva el aumento de precios por las empresas.  Los análisis teóricos y empíricos de sectores con externalidades de red han demostrado que las empresas adoptan a menudo complejas estrategias de fijación de precios que suelen entrañar una considerable discriminación de precios entre consumidores.

66. Para los fines del presente estudio, conviene destacar que los argumentos expuestos pueden proporcionar una justificación basada en la eficiencia para no adoptar medidas que maximicen la rivalidad entre empresas en circunstancias particulares (limitadas).  Dicho de otra manera, en algunos sectores con características tecnológicas observables e identificables, la maximización de la rivalidad entre empresas puede perjudicar a los intereses tanto de los consumidores como de los productores.  Eso no significa, sin embargo, que la política de competencia no pueda desempeñar papel alguno en esos mercados, sino más bien que conviene aplicarla teniendo en cuenta las características tecnológicas de cada mercado, y eso es lo que hacen cada vez más las autoridades encargadas de la competencia.
  De hecho, trabajos recientes sobre la materia destacan la importancia que tiene en los sectores con externalidades de red la aplicación de normas de competencia (debidamente adaptadas a las circunstancias concretas), precisamente por los problemas de concentración excesiva de poder de mercado que pueden plantear o agravar esas externalidades (véase, por ejemplo, Church y Ware 1998).  Además, puesto que no todos los sectores de la economía presentan externalidades de red, los argumentos que esta cuarta perspectiva proporciona para cuestionar la afirmación de que el aumento de la rivalidad promueve la eficiencia dinámica no son de aplicación general, sino, en el mejor de los casos, sectorial.

67. Resumiendo las constataciones de esta subsección del estudio, aunque se desprende de todas ellas la misma conclusión de que la maximización coherente del número de competidores en los mercados puede no resultar la mejor forma de promover la eficiencia dinámica, las cuatro perspectivas esbozadas difieren en otros aspectos importantes.  La cuarta de ellas es de alcance meramente sectorial, mientras que las tres primeras tienen un carácter más general.

68. De las tres perspectivas de aplicación general, sólo las dos primeras pueden requerir (incluso potencialmente) la adopción de medidas por el Estado para restringir la competencia.  En relación con la tercera, podría argumentarse que, en un mundo schumpeteriano que funcionara adecuadamente, sin obstáculos importantes a la entrada establecidos por el Estado, no habría necesidad de aplicar legislación sobre competencia para promover la rivalidad entre empresas.  Sin embargo, si se admite la posibilidad de que las empresas privadas puedan entorpecer o aun impedir la entrada de nuevas empresas en un mercado, para mejorar la eficiencia dinámica puede resultar necesaria la aplicación adecuada de disposiciones en materia de competencia.

69. Las cuatro perspectivas también difieren marcadamente en cuanto a lo que a su juicio deben ser, en su caso los objetivos intermedios de la política de competencia.  El aumento de la inversión del sector privado es el objetivo intermedio vinculado a la primera perspectiva (recuérdense los escritos de Singh), mientras que la segunda podría estar motivada por la competitividad de las exportaciones.

70. Aunque se acepten como legítimos los objetivos intermedios de cada una de esas perspectivas, cabe preguntarse si restringir la competencia es la mejor forma de promover esos objetivos.  Por ejemplo, ¿qué fundamento empírico y teórico tiene la suposición de que en un país en desarrollo limitar la competencia para promover la inversión resulta más eficaz y menos costoso que proporcionar a las empresas una subvención a la inversión o una bonificación fiscal, o adoptar medidas para alentar a los bancos a conceder préstamos a las empresas?  Lamentablemente, ese tipo de interrogantes no ha recibido la atención que merece en los trabajos sobre la materia.

2. Complementariedades

71. Quienes consideran que la rivalidad puede impulsar la mejora de los resultados económicos han indicado una amplia gama de situaciones en las que la competencia contribuye a fomentar la innovación, la productividad y el crecimiento.  Puesto que la aplicación adecuada de las leyes sobre competencia puede promover la rivalidad entre empresas, las cinco perspectivas descritas a continuación destacan la importante contribución que puede hacer la aplicación adecuada de la legislación sobre competencia a la mejora de la eficiencia, incluso en un sentido dinámico.  Al igual que en la sección anterior, el objetivo consiste en exponer los principales puntos de vista expresados en los debates entre los responsables de la formulación de políticas, los miembros de la sociedad civil y el mundo académico.

72. La primera complementariedad consiste en que, según una opinión generalizada, el aumento de la competencia entre empresas alienta a los capitalistas y gerentes a esforzarse por mejorar el funcionamiento de sus empresas para maximizar los beneficios, o por lo menos para alejar el peligro de quiebra, absorción u otras formas de pérdida de control.  Como observa uno de los más insignes juristas estadounidenses de comienzos del siglo XX, el juez Learned Hand:


"La posesión de poder económico ilimitado amortece la iniciativa, desalienta la austeridad y drena la energía …  La inmunidad frente a la competencia es un narcótico para el progreso industrial, y la rivalidad un estimulante."

73. Los economistas han debatido ampliamente sobre la propensión de las empresas a alcanzar el nivel mínimo de costos en función de un determinado nivel de producción y sobre las condiciones más propicias para ello (véanse, por ejemplo, las opiniones divergentes en Leibenstein 1966, Stigler 1976, y Leibenstein 1978).  Una característica interesante de este análisis, que incumbe directamente a este estudio, es la constatación de que una mayor competencia en los mercados de productos tiende a aumentar la presión sobre las empresas para que reduzcan costos (véase, por ejemplo, Primeaux 1977 y Leibenstein 1978).  En consonancia con este punto de vista, en un estudio importante sobre las repercusiones de la reforma reglamentaria en un amplio espectro de industrias de los Estados Unidos, Winston (1998) constató que la introducción de la competencia en industrias que anteriormente estaban sometidas a reglamentación reforzaba de forma significativa la eficiencia de las empresas y mejoraba los resultados económicos a lo largo del tiempo.

74. La opinión de que la rivalidad entre empresas proporciona incentivos para adoptar medidas de reestructuración que promuevan la eficiencia se ve también corroborada en medida importante por los estudios empíricos sobre la reforma de las empresas en Europa Oriental y en los países miembros de la Comunidad de Estados Independientes (CEI).  Se ha publicado recientemente (Djankov y Murrell 2002) una excelente reseña detallada de los estudios realizados sobre los factores determinantes del ritmo de la reestructuración en las economías en transición.  Esa reseña, que contiene un examen crítico de 54 estudios relativos a la influencia que sobre el ritmo de la reestructuración de empresas tiene la competencia en los mercados de productos, presenta especial interés porque aplica criterios de medición objetivos para evaluar la calidad de las investigaciones examinadas.  Djankov y Murrell observan que:


"Los análisis indican que la competencia en los mercados de productos ha sido una fuerza impulsora importante de las mejoras de la productividad de las empresas en el conjunto de las economías en transición …" (página 43).

75. También señalan que los resultados de su análisis:


"… se ven corroborados por un estudio realizado entre 3.300 empresas de 25 economías en transición (Carlin et al. 2001), que revela que la reducción del grado de concentración del mercado tiene importantes efectos positivos en la eficiencia de las empresas" (Djankov y Murrell 2002, página 44).

76. Otra sorprendente conclusión del estudio de Djankov y Murrell es que la competencia de las importaciones tiene una importancia mucho menor que la competencia en los mercados internos como impulsora de una reestructuración beneficiosa.  En efecto:


"Merecen especial atención las conclusiones relativas a los efectos de la competencia de las importaciones.  En la CEI esa competencia tiene importantes efectos negativos en términos económicos, aunque su manifestación estadística sea menor.  En Europa Oriental la competencia de las importaciones tiene efectos positivos en términos económicos, pero los resultados de los diferentes estudios pertinentes no son homogéneos, al igual que los relativos a las economías en desarrollo" (Djankov y Murrell, 2002, página 44).

77. Esa constatación parece indicar que las medidas tendentes a promover la rivalidad entre las empresas nacionales tienen por lo general una influencia mayor en la reestructuración -y en la eficiencia dinámica- que la liberalización del comercio.  Por lo tanto, desde ese punto de vista resultaría imprudente confiar sólo en la reducción de los obstáculos comerciales para disciplinar a las empresas con poder de mercado y para incentivar el control de los costos por parte de las empresas.

78. La idea, de larga implantación, de que los beneficios previstos de la reforma comercial pueden no llegar a materializarse sin una aplicación activa de la legislación sobre competencia constituye una segunda fuente de complementariedad entre la aplicación de la legislación sobre competencia y el rendimiento económico a largo plazo.  En efecto, existe la preocupación de que al reducirse los obstáculos oficiales al comercio, éstos sean sustituidos por prácticas anticompetitivas del sector privado que contrarresten los efectos de disminución de precios de las reformas comerciales.  La disminución de los precios de la maquinaria y el equipo importados promueve la inversión y mejora la eficiencia dinámica, pero la reducción de los obstáculos al comercio de esos bienes duraderos puede no traducirse en un mayor crecimiento si no se adoptan también medidas tendentes a disciplinar las prácticas anticompetitivas privadas.  Por consiguiente, la aplicación de la legislación sobre competencia aumenta los efectos positivos de la reducción de los obstáculos comerciales a las importaciones que promueven el crecimiento.

79. La observación general de que los objetivos de la reforma comercial pueden verse frustrados por prácticas anticompetitivas se formuló con considerable claridad en una comunicación presentada por la Argentina al Grupo de Trabajo en 1998 y cuyo contenido se ha resumido como sigue:


"Una reciente contribución presentada al Grupo por la Argentina (documento W/63) se refiere a los resultados del análisis empírico de 18 casos que, en su opinión, ilustran la importancia de contar con una política nacional eficaz en materia de competencia, incluso en el contexto de una liberalización del mercado hacia el exterior.  El supuesto del que partían dichos estudios era que, en general, cuando un país procedía a una amplia liberalización del comercio, los precios internos iban a tender a la paridad con los de las importaciones.  No obstante, el organismo encargado de la competencia en la Argentina había identificado algunas situaciones en que esta respuesta no se había producido, debido a la existencia de prácticas anticompetitivas de las empresas.  Entre los factores que tendían a facilitar o propiciar estas prácticas anticompetitivas figuraban:  un alto grado de concentración del mercado, una demanda inelástica (reflejo de la ausencia de productos sustitutivos), la existencia previa de un cártel y el control por una empresa dominante de las escasas instalaciones necesarias para que las importaciones tuvieran lugar.  Basándose en estos hechos, el representante argentino concluyó que una política nacional eficaz en materia de competencia era vital para lograr que el proceso de reajuste en el sentido de liberalización exterior y los consiguientes beneficios para un desarrollo económico eficiente no se eludieran mediante prácticas anticompetitivas" (OMC 1998a, página 13).

80. Una tercera fuente de complementariedad entre la legislación sobre competencia y la eficiencia dinámica guarda relación con la inversión extranjera directa.  En particular, se ha señalado que una aplicación adecuada de la legislación sobre competencia aumenta el atractivo de una economía como destino para la inversión extranjera y es importante para aumentar al máximo los beneficios que se derivan de esa inversión (estos argumentos se exponen, por ejemplo, en UNCTAD 1997 y en otras referencias citadas en este informe).  En un documento de síntesis sobre la relación entre la política comercial, la política de competencia y el crecimiento económico se presentó la siguiente reseña de las deliberaciones sobre la materia del Grupo de Trabajo de la OMC:


"En varias contribuciones orales y escritas presentadas al Grupo se señaló que la aplicación de una política de competencia transparente y eficaz puede ser un factor importante, tanto para acrecentar la atracción ejercida por una economía sobre la inversión extranjera como para obtener de la misma el máximo beneficio.  Concretamente, las contribuciones en cuestión sostienen que la política de competencia puede acrecentar la atracción de la economía respecto de la inversión extranjera al proporcionar un mecanismo transparente y basado en principios para la solución de diferencias relacionadas con dicha inversión, conforme a normas internacionales de aceptación general en el mundo.  Esto aumenta la confianza de los inversionistas y, por consiguiente, su predisposición a invertir.  Una fuerte competencia en los mercados, acrecentada por una política de competencia, contribuye también a lograr el máximo de beneficios de dicha inversión para los países receptores, ya que alienta a las empresas participantes a construir instalaciones modernas de producción, transferir a los países receptores los últimos adelantos de la tecnología y emprender programas de capacitación apropiados, evitando al mismo tiempo el abuso del consumidor" (OMC 1998a, página 8).

81. Una cuarta serie de complementariedades es la que se describe en los numerosos trabajos de investigación sobre los efectos del aumento de la competencia en el mercado de productos sobre los incentivos a la innovación por las empresas.  Sobre esos incentivos pueden encontrarse análisis rigurosos en Ahn (2002), American Bar Association (2002), y Anderson y Gallini (1998).  Importantes investigadores económicos han estudiado las tres vías siguientes por las que la competencia en los mercados de productos estimula la innovación:


"- Efecto darwiniano:  La intensificación de la competencia en el mercado de productos puede obligar a los dirigentes de las empresas a acelerar la adopción de nuevas tecnologías para evitar la pérdida del control … por quiebra (Aghion et al. 1999).  Desde una perspectiva más general, las empresas tienen que innovar para sobrevivir en un entorno caracterizado por las presiones competitivas (cfr. Porter, 1990)".


"- Competencia paso a paso:  En un modelo sencillo de "destrucción creativa" las empresas implantadas, a diferencia de las nuevas, no tienen incentivos para innovar.  En cambio, si se parte del supuesto de un progreso tecnológico más gradualista, en el que las empresas implantadas realizan actividades de innovación paso a paso, la competencia puede promover la innovación.  En efecto, una competencia más intensa entre las empresas en el mercado de productos … aumentará el incentivo de cada empresa para adquirir o incrementar su ventaja tecnológica sobre sus rivales".


"- Efecto de movilidad:  En el modelo de crecimiento endógeno basado en el aprendizaje en la práctica, la tasa de crecimiento estable puede incrementarse si los trabajadores cualificados se adaptan más fácilmente a nuevas líneas de producción …  En ese caso, el aumento de la competencia entre nuevas y viejas líneas de productos impulsará a los trabajadores cualificados a pasar más rápidamente de las viejas líneas de producción a las nuevas (Aghion y Howitt, 1996)" (resumido en Ahn 2002, página 7).

82. Ahn (2002) hace el siguiente resumen de su examen de las pruebas
:


"La competencia tiene efectos generalizados y de larga duración sobre los resultados de la empresa al afectar al/los sistema/s de incentivos de los agentes económicos, al fomentar sus actividades de innovación, y al seleccionar con el tiempo a las más eficientes de entre las menos eficientes." (página 5)

Por el contrario,


"La alegación de que la concentración del mercado conduce a la innovación no parece apoyarse en constataciones empíricas recientes …  Sin embargo, en general, hay pocos datos empíricos que apoyen la opinión de que el gran tamaño de la empresa o la alta concentración estén fuertemente asociados a niveles más altos de actividad de innovación" (página 5).

83. Un quinto canal particular mediante el que la aplicación de la legislación sobre competencia puede contribuir a un comportamiento económico dinámico se pone de relieve en la numerosa documentación sobre los denominados "mercados de innovación", término introducido por Gilbert y Sunshine (1995).  Esta documentación destaca que la innovación en sí es el resultado de la interacción del mercado, y que incluso empresas que actualmente no compiten entre ellas en los mercados reales (existentes) de productos pueden ser competidoras en mercados para innovaciones futuras.  Además, las fusiones u otras prácticas (potencialmente) anticompetitivas pueden socavar la competencia en esos mercados (y por tanto, los incentivos a la innovación).

84. Esta perspectiva ha llegado a tener tanta influencia que, en los Estados Unidos, los organismos federales encargados de los exámenes de las fusiones han incorporado explícitamente criterios relacionados con los "mercados de innovación" en las directrices de aplicación que se han publicado respecto de cuestiones tales como las relacionadas con las licencias sobre la propiedad intelectual
 y han tratado de bloquear fusiones de empresas por entender que ponían en peligro los incentivos a la innovación.
  Aunque algunos comentaristas (por ejemplo, Gallini y Trebilcock 1998) han sostenido que la teoría más convencional de la "competencia potencial" ya contiene las principales ideas destacadas por el concepto de los mercados de innovación, como mínimo éste ilustra mejor la medida en que las prácticas anticompetitivas socavan los incentivos a la innovación, y de ahí la contribución positiva que la política de competencia puede hacer a los resultados económicos a largo plazo.

85. Resumiendo el examen que antecede de las complementariedades y disyuntivas entre rivalidad, legislación sobre competencia e innovación, son muchos los especialistas que suscribirían la opinión de que, en general, la rivalidad entre empresas tiende a promover la innovación y la mejora de la productividad, más que entorpecerlas.  No obstante, de los trabajos publicados sobre la materia se desprende también que pueden surgir determinadas situaciones en las que, habida cuenta de las tecnologías de que disponen las empresas de una rama de producción, la maximización del número de competidores en el mercado puede llevar a resultados ineficaces.  Conviene destacar que, a juicio de los mayores especialistas en materia de organización industrial (véase, por ejemplo, Carlton y Perloff 1994), esas situaciones no requieren en modo alguno el rechazo total de la política de competencia como instrumento de gobierno económico;  lo que requieren es una adaptación apropiada de la aplicación de esa legislación para que tenga en cuenta las consideraciones tecnológicas y de otra índole pertinentes.  Como se ha señalado y se explicará más adelante, en particular en la Parte E infra, dicha "adaptación" de la aplicación de la legislación sobre competencia a las circunstancias particulares del mercado es una característica generalizada de los regímenes modernos de legislación sobre competencia.

D. Papel de la política de competencia y de la política industrial en el proceso de desarrollo económico de las economías de Asia

86. La finalidad de esta sección del estudio no es describir o resumir las políticas actuales de Asia Oriental, ni detenerse demasiado en la amplia y voluminosa documentación existente sobre los factores responsables de la situación económica de esa región, sino en evaluar las relaciones históricas entre la competencia y las políticas industriales en las estrategias nacionales de desarrollo de algunas economías del Asia Oriental que han sido objeto de contribuciones académicas pertinentes para la relación entre competencia y política industrial.  El análisis se centra particularmente en el alcance y las contribuciones a los resultados económicos empresariales, industriales y nacionales, de las medidas gubernamentales relacionadas con la política de competencia para estimular o retrasar la rivalidad entre empresas.  A continuación se describen únicamente los estudios que abordan directamente esta cuestión; por lo tanto, puede que el lector no vea ninguna referencia a algunos estudios importantes sobre el desarrollo de Asia Oriental que no prestan especial atención al papel de las políticas de competencia en el comportamiento económico de esa región.
  Conviene también destacar que puede que las descripciones históricas mencionadas a continuación no correspondan a las políticas en vigor en las economías respectivas; por el contrario, recientemente, las economías que se examinan en esta parte del documento han reducido su dependencia de instrumentos de política que pueden limitar la competencia y han dado más importancia a la promoción de la competencia como medio para garantizar resultados económicos satisfactorios a largo plazo.  

87. Se examina, en particular, la experiencia de cuatro economías:  el Japón, Corea, el Taipei Chino y China.

Japón

88. Amsden y Singh (1994) analizaron la utilización por el Japón de instrumentos de política de competencia durante el período de rápido crecimiento económico comprendido entre 1953 y 1970, que algunos consideran de especial interés para las actuales economías en desarrollo.
 Amsden y Singh (1994) observan que el legado de las leyes antitrust impuestas por las autoridades de ocupación estadounidenses en el período postbélico fue poco duradero.  El Gobierno japonés otorgó creciente prioridad al logro de los objetivos nacionales de desarrollo, frente al de defensa de la competencia, y al parecer gestionó pragmáticamente la competencia en sectores nacionales clave.  Se afirma que esa situación se reflejó institucionalmente en ese momento por el poder adquirido por el Ministerio de Comercio Internacional e Industria (MCII) frente a la Comisión de Comercio Leal del Japón.  De hecho, con el fin de promover la inversión y estimular incrementos de la productividad, el MCII alentó la formación de cárteles y las fusiones en diversos sectores, en particular durante los decenios de 1950 y 1960.  La mayor parte de las políticas del MCII durante los años de rápido crecimiento de la economía japonesa se caracterizaron por un sesgo en contra de la competencia, derivado de la utilización por el Ministerio de "orientaciones administrativas" para empresas y asociaciones empresariales.  Además, como ya se ha señalado, la orientación administrativa a las ramas de producción nacionales se adaptó cuidadosamente a la etapa del ciclo vital en que se encontraban.

89. Desde este punto de vista, la política de competencia se aplicó en el Japón teniendo presentes consideraciones dinámicas, y el MCII orquestó la colusión y la competencia de la forma más adecuada para promover los objetivos de la competitividad externa, la acumulación de los factores y el progreso tecnológico.  Amsden y Singh (1994) citan por acertada la siguiente descripción del método del MCII hecha por Yamamura (1988):


"Lo que hizo el MCII fue 'orientar' a las empresas para que invirtieran de manera que cada gran empresa aumentara su capacidad productiva aproximadamente en proporción a su actual cuota de mercado (ninguna empresa debía efectuar inversiones por un monto que pudiera desestabilizar el mercado).  La política resultó eficaz para alentar la competencia por las cuotas de mercado (preservando así la competitividad esencial de los mercados industriales), al tiempo que se reducían las pérdidas por exceso de inversiones.  Se promovió así activamente la expansión de la capacidad necesaria para aumentar la eficiencia de la producción" (Yamamura 1988, página 176).

90. Desde una perspectiva más general, el modelo japonés, como se suele denominar al esfuerzo por industrializar al país bajo la dirección del Estado, abarcaba un conjunto de políticas mucho más amplio que el de las directamente relacionadas con la competencia.  En Porter et al. (2000, página 22) se enumeran los principales elementos integrantes de ese modelo:


1.
Gobierno central activista con una burocracia estable


2.
Fomento de industrias prioritarias para impulsar el crecimiento económico


3.
Promoción activa de las exportaciones


4.
Amplio recurso a "orientaciones", requisitos de aprobación y reglamentos


5.
Protección selectiva del mercado interno


6.
Restricciones a la inversión extranjera directa


7.
Laxitud en la aplicación de las normas antitrust


8.
Reestructuración de sectores bajo la dirección del Gobierno


9.
Sanción oficial del funcionamiento de cárteles


10.
Mercados financieros muy reglamentados y limitada intervención pública en la gestión empresarial


11.
Proyectos de investigación y desarrollo patrocinados por el Gobierno


12.
Políticas macroeconómicas adecuadas 

91. Quienes consideran que esa intervención pública desempeñó un papel fundamental en el desarrollo postbélico del Japón suelen argumentar que:


"los japoneses fueron los primeros en percatarse de que el Gobierno podía crear deliberadamente una ventaja competitiva no sólo para proteger unas cuantas industrias nacientes con miras al abastecimiento del mercado nacional, sino para impulsar amplios conjuntos de industrias hacia esferas de crecimiento y de cambio tecnológico en la economía mundial" Wade (1990, página 25).

92. La combinación de medidas de protección con restricciones a la competencia interna aseguraba niveles elevados de beneficios, que al parecer se traducían en altas tasas de inversión e incentivos para adoptar tecnología más avanzada, lo que permitió a las empresas japonesas competir con éxito en los mercados extranjeros.  Además, en Amsden y Singh (1994) se señala:


"el principal factor que distingue las políticas del Japón de las de otros países dirigistas es la importancia otorgada a las exportaciones y al mantenimiento de la rivalidad oligopólica -en vez de concentrar los recursos y las subvenciones en una sola 'empresa-insignia' nacional-" (página 946).

93. Además, fueron disminuyendo con el tiempo los niveles de concentración en las principales industrias del país, constatación que, según Amsden y Singh (1994):


"… contrasta con el paradigma convencional del desarrollo económico … que sostiene que la competencia promueve el crecimiento económico, pues la experiencia del Japón parece indicar una causalidad inversa, es decir, que fue el crecimiento el que estimuló la competencia, por lo menos en el sentido de reducir la concentración industrial, y no lo contrario" (página 947).

94. La opinión de que la restricción de la rivalidad promovió el desarrollo económico japonés no goza de aceptación universal.  Lo que se pone en duda no es que las autoridades japonesas trataran de limitar la rivalidad, sino más bien la eficacia de esas intervenciones estatales.  Como ya se ha señalado, en Porter et al. (2000) se presentan como elementos constitutivos de la política industrial del Japón la laxitud en la aplicación de las normas antitrust, la reestructuración bajo la dirección del Gobierno (a menudo mediante fusiones entre empresas privadas por inspiración estatal), y la sanción oficial del funcionamiento de cárteles.  A la luz de ese historial de intervención estatal, en Porter et al. (2000) se formula la siguiente pregunta:


"¿Se explica el éxito del Japón por su modelo de intervención estatal?  Para responder a esa pregunta tratamos de determinar si la aplicación del modelo y algunas de sus prácticas clave entrañaban una discriminación entre las industrias competitivas y las que no lo eran" (página 29).

95. Porter y sus coautores tomaron una muestra de 20 sectores internacionalmente competitivos y otra de siete sectores no competitivos, y examinaron en detalle la naturaleza, el momento y el alcance de diferentes intervenciones públicas en esos sectores.  De esa manera no se centra la atención exclusivamente en los sectores competitivos, y se puede evaluar la aportación de la política de competencia conjuntamente con la de otras iniciativas públicas en el mismo sector.  En los apéndices I.A y I.B del presente estudio se reproducen los cuadros utilizados en Porter et al. para resumir las características de la intervención estatal en esos 27 sectores.

96. Porter y sus coautores resumieron como sigue sus conclusiones:


"En esta amplia muestra de industrias competitivas se apreciaba una ausencia casi total de intervención estatal …  No se aplicaban subvenciones importantes, y la intervención en relación con la competencia era escasa o nula.  La única excepción parcial era la del sector de las máquinas de coser, una industria más antigua designada en los años inmediatamente posteriores a la segunda guerra mundial para atender a la demanda interna de prendas de vestir y para generar empleo.  Sin embargo, incluso en ese sector se observa que actualmente el Japón no es competitivo en el subsector de las máquinas de coser domésticas, sino en el de las industriales, en el que apenas si se ha recurrido a la fijación de objetivos y demás prácticas de intervención pública.  Por consiguiente, el modelo japonés de intervención estatal no explica los éxitos competitivos del Japón" (Porter et al. 2000, página 29).

97. Eso no significa que todas las formas de intervención pública del Japón fueran ineficaces para promover las industrias internacionalmente competitivas.  Porter et al. (2000) explican también lo siguiente:


"Examinando más detalladamente los sectores internacionalmente competitivos, observamos que sí había intervención pública, pero que ésta adoptaba formas inesperadas.  A través de diversas iniciativas, las autoridades estimularon la incipiente demanda de nuevos productos, contribuyendo así a promover la competitividad de algunas industrias"
 (página 29).

Así como:


"En otros casos, el Estado impulsó la innovación por medio del establecimiento de normas" (página 30).

Además,


"A esas políticas públicas tendentes a alentar el éxito competitivo cabe añadir otras tres prácticas generalizadas de las autoridades japonesas:  políticas tendentes a alentar las inversiones a largo, un sistema universal y riguroso de enseñanza básica y el suministro por las universidades de los ingenieros necesarios.  Aunque no figuren prominentemente en el modelo tradicional, esos elementos son importantes que explican los éxitos obtenidos" (página 31).

Observan, por último:


"En general, pues, el Estado desempeñó en el Japón diversos papeles en el desarrollo de las industrias pujantes.  Sin embargo, esos papeles fueron muy diferentes de los que se le suelen atribuir, y no fueron esas las políticas del Japón más emuladas por otros países.  No sólo fueron escasas las intervenciones públicas en materia de competencia acordes con las ideas preconcebidas al respecto, sino que, en algunas industrias pujantes, como la automotriz, las empresas rechazaron los esfuerzos del Estado por eliminar la competencia" (Porter et al. 2000, página 31).

98. Al analizar esas industrias, los mismos autores señalan que:


"… las políticas a las que se suelen atribuir los éxitos del Japón influyeron mucho más en sus fracasos …" (Porter et al. 2000, página 33).

99. Una de esas políticas fue la formación, bajo el patrocinio del Estado, de cárteles entre cuyos supuestos objetivos se contaban los de prevenir la "competencia destructiva" y promover la cooperación y la acción colectiva.  Porter et al. (2000, páginas 36-39) documentan la formación de tales cárteles, demostrando que en torno a 1965 funcionaban poco menos de 250 de ellos.  Esos autores estudiaron asimismo si "… esas industrias llegaron a ser competitivas gracias a los cárteles o a pesar de ellos" (página 39).

100. A la luz de varios estudios monográficos sobre sectores en los que funcionaban cárteles, Porter et al. (2000) llegaron a la siguiente conclusión:


"… rara vez se encuentran cárteles en sectores competitivos.  En los relativamente pocos sectores competitivos en los que se formaron cárteles, éstos, debido a la estructura de la industria, no adquirieron suficiente fuerza para limitar substancialmente la rivalidad.  En cambio, era frecuente la existencia de cárteles en sectores no competitivos.  Por consiguiente, los cárteles legalizados no fueron una fuente de competitividad, sino que en realidad tuvieron el efecto contrario" (página 39).

101. A la luz de esas constataciones sería engañoso afirmar que exista un consenso intelectual en que la limitación de la rivalidad impulsó el desarrollo económico del Japón.  Además, en una comunicación presentada al Grupo de Trabajo en 2001, el propio Japón señaló que la rivalidad entre empresas ha desempeñado en el pasado y sigue desempeñando un papel esencial en el desarrollo del Japón:


"Aunque se ha señalado que el desarrollo económico del Japón en el período de posguerra se logró mediante la subordinación de la política de competencia a la política industrial ... buena parte del dinamismo económico japonés se ha debido, de hecho, a los robustos mecanismos de mercado que se crearon a través de la competencia entre las empresas.  La política industrial y la política de competencia se coordinaron mutuamente y dieron lugar a un entorno que permitía a las empresas competir libre y lealmente.  La aplicación de una política de competencia en una etapa temprana de la reconstrucción económica del Japón, y la ulterior evolución de ésta en respuesta al desarrollo económico, fue un elemento de gran importancia en el rápido crecimiento económico registrado por el Japón en el pasado.  Incluso hoy en día, son los sectores en los que la competencia ha sido más intensa, como el sector del automóvil, aquellos en los que suele registrarse una mayor competitividad a nivel internacional" (Japón 2001, página 2).

2. Corea

102. En la medida en que los estudios sobre el desarrollo económico de Corea prestan especial atención a las medidas gubernamentales destinadas a alterar la rivalidad entre empresas, se ha argumentado que se habían adoptado medidas tendentes a promover el surgimiento de grandes empresas capaces de competir en los mercados internacionales, al tiempo que se alentaba una intensa competencia entre esas empresas.  Es decir, se considera que estas medidas han asegurado los beneficios de las empresas de gran tamaño sin los costos asociados a la disminución de la competencia.  En los siguientes párrafos se describe este argumento y se analiza como, en opinión de algunos, ha caído en desgracia en los últimos años.

103. Rodrik (1995) resume sucintamente la tesis de una de las más importantes autoridades sobre el desarrollo económico de Corea desde la segunda guerra mundial, Alice Amsden:


"Amsden (1989) describe detalladamente la utilización por el Gobierno de Corea de la protección comercial, créditos subvencionados selectivos, metas de producción (para empresas individuales), la propiedad pública del sector bancario, subvenciones a la exportación y controles de precios -para ponerlos resueltamente al servicio de la adquisición de capacidad tecnológica y de la construcción de industrias que pudieran llegar a competir en los mercados mundiales-.  Sostiene esa autora que la política del Gobierno tuvo éxito no porque fijara los precios correctamente, sino precisamente porque los fijó con intención incorrectamente.  Sin embargo, un elemento clave de la estrategia, según Amsden, consistió en que, a cambio de las subvenciones públicas y de la protección comercial, el Gobierno impuso también normas de funcionamiento estrictas.  Se penalizaba a las empresas cuando no obtenían resultados satisfactorios, y se las sometía a procesos de "racionalización" (fusiones y medidas de reducción de la capacidad por indicación del Gobierno) cuando habían extendido excesivamente sus actividades.  También se las recompensaba cuando cumplían con los objetivos fijados por el Gobierno, por ejemplo otorgándoles créditos subvencionados cuando alcanzaban los objetivos de exportación.  Gracias a esa disciplina, el sistema permaneció libre de las prácticas de búsqueda de rentas que han contaminado los regímenes de incentivos en otras economías …" (Rodrik 1995, páginas 2946-7).

104. Amsden y Singh (1994) describen a continuación las repercusiones de esta mezcla aparente de políticas.  Señalan que:


"Por una parte, el Gobierno de Corea contribuyó al ascenso de las grandes empresas, mediante sus políticas de licencias y de créditos subvencionados (puesto que tenía la propiedad o el control de casi todas las instituciones financieras), y, por la otra, se esforzó por evitar la colusión entre las grandes empresas, para lo que sólo otorgaba las subvenciones cuando se cumplían normas de funcionamiento estrictas " (Amsden y Singh 1994, página 948).

105. Se consideró que esas políticas generaron elevadas y crecientes tasas de concentración.  Smith (2000) observa una tendencia a la acumulación creciente de poder de mercado en los llamados chaebol durante el período comprendido entre 1970 y mediados del decenio de 1980.  De 1977 a 1994, los 30 chaebol de mayor tamaño controlaron del 32 al 40 por ciento de toda la producción nacional.  Las ventas totales de los cinco principales grupos empresariales representaban en 1994 el 49 por ciento de la renta nacional (Smith 2000, página 114).  Amsden (1989) muestra que en 1982, de 2.260 productos, sólo se producía en condiciones competitivas un 18 por ciento, o el 30 por ciento de las exportaciones totales.  Teniendo eso en cuenta, Smith señaló que:


"El resultado final ha sido una estructura industrial diferente de la que habría determinado el mercado.  La actuación del Estado fue complementa también por la de grandes y diversificados grupos empresariales que ocupaban una posición dominante en la economía.  Por su tamaño y nivel de diversificación, esos grupos estaban menos sujetos a la disciplina del mercado que a la de las jerarquías empresariales" (Smith 2000, página 12).

106. A lo largo del tiempo, sin embargo, parece que el costo de la creación de un grupo de grandes empresas de ese tipo se ha hecho cada vez más evidente. Se afirma que esas grandes empresas utilizaron su poder en el mercado interior para frustrar la entrada de rivales, subir los precios y resistirse a la aplicación de la legislación sobre competencia que podría haber puesto fin a esas prácticas.  Así se explicaba claramente en una comunicación presentada por Corea al Grupo de Trabajo en 2001:

"El Gobierno coreano intentó por vez primera introducir una legislación en materia de competencia en 1963, pero sus esfuerzos no tuvieron éxito.  La principal preocupación del Gobierno era la estabilidad de los precios de los monopolios y oligopolios y evitar las prácticas de arrinconamiento y acaparamiento.  Por supuesto, se hicieron algunos intentos para introducir la legislación de competencia, pero éstos nunca superaron el obstáculo de la Asamblea Nacional, debido a que no se percibía su importancia y a las fuertes presiones del sector privado."

Se señala también:


"La experiencia coreana demuestra que es preferible introducir un régimen de competencia en la fase inicial del crecimiento económico, cuando los monopolios aún no han alcanzado poder político y económico.  A pesar de las economías de escala que permiten los grandes monopolios, es muy probable que, si no se les controla, lleven a cabo inversiones excesivas en instalaciones, provoquen subidas de precios debido a su funcionamiento ineficiente y resten oportunidades a los nuevos operadores.  Ello requiere, finalmente, la introducción y aplicación de una política de competencia para eliminar los elementos anticompetitivos del mercado bajo la presión política y social provocada por el creciente descontento del público por los desequilibrios en la distribución de la riqueza" (Corea 2001, página 4).

Además:


"Corea pagó un alto precio por no haber adaptado su política industrial a la competencia en la economía nacional desde las primeras fases del desarrollo económico.  La crisis financiera de 1997 y el continuo malestar que han sufrido los chaebol están relacionados de muchas formas con el entorno económico nacional en materia de competencia durante las últimas décadas.  Tras aprender las costosas lecciones del pasado, el Gobierno coreando está haciendo actualmente grandes esfuerzos para establecer una estructura de mercado favorable a la competencia, si bien se enfrenta a diversos problemas debido a que los interesados en preservar el statu quo se muestran más renuentes de lo previsto.  El fomento de monopolios u oligopolios a través de la política industrial ha creado estos intereses y, tras décadas de expansión y dominio sobre la economía, su necesaria conversión exige un alto precio a la economía.  La experiencia coreana pone de manifiesto la importancia de tener fe en las ventajas de la competencia desde las primeras fases del crecimiento económico y de incorporar en el marco fundamental de la política económica una política de competencia basada en el funcionamiento del mercado y su ajuste autónomo."


"Con la progresiva liberalización del comercio mundial, los países en desarrollo ya no pueden recurrir a una política de crecimiento económico basada en la exportación a través de la protección de sus industrias nacionales.  Por ello, es necesario adoptar una política de competencia desde las primeras fases del desarrollo económico para responder activa y oportunamente a los rápidos cambios de las condiciones económicas interiores y exteriores.  Una mayor competencia garantizará que la libre interacción de las fuerzas económicas proporcione la mejor manera de distribuir los recursos económicos, ayudando así a las pequeñas y medianas empresas que prometan a crecer sobre la base del mercado y contribuyendo a formar una plataforma industrial sana" (Corea 2001, página 4).

107. Para los encargados de la elaboración de políticas convencidos de la necesidad de políticas industriales para fomentar empresas competitivas o "campeones nacionales", la experiencia de Corea enseña, entre otras cosas, que para mitigar los efectos internos negativos de esa política es necesario adoptar medidas que, como la aplicación de legislación sobre competencia, estimulen o aseguren la rivalidad entre esas empresas.

3. Taipei Chino

108. Se considera por lo general que en el Taipei Chino la intervención estatal en la economía fue de menor alcance que en Corea, y que se asignó un papel más importante a las fuerzas del mercado.  Rodrik (1995) resume así las conclusiones de un destacado analista sobre el desarrollo del Taipei Chino:


"Wade (1990) no niega la presencia de elementos de la receta de libre mercado [es decir, de la de Hong Kong, China] en la estrategia [del Taipei Chino], pero introduce matices importantes.  Describe el Taipei Chino como una economía de mercado [reglamentada], caracterizada por:  i) elevados niveles de inversión;  ii) un nivel de inversión en determinados sectores mayor del que se habría dado en ausencia de intervención…;  y iii) exposición de muchos sectores a la competencia internacional.  Explica cómo se aplicaron incentivos y controles a las empresas privadas mediante un amplio recurso a medidas tales como restricciones a la importación, requisitos de entrada, prescripciones en materia de contenido nacional, incentivos fiscales a la inversión y créditos en condiciones de favor.  Sostiene que [el Taipei Chino] ha actuado siempre para promover una ventaja comparativa en sectores tales como los de los textiles de algodón, los productos plásticos, los metales básicos, la construcción de buques, los automóviles y la electrónica industrial …"  Rodrik (1995, páginas 2946-7).

109. En lo que se refiere a las medidas oficiales relacionadas con la legislación de competencia, hay indicios de que se adoptaron medidas selectivas dirigidas a la reorganización industrial.  Como señala Wade (1990):


"Sólo se han aplicado selectivamente programas de reorganización industrial tendentes a promover fusiones, una mayor especialización entre empresas del mismo sector, y la modernización del equipo.  Por lo general, el Gobierno ha alentado y apoyado los esfuerzos de especialización y modernización de los propios sectores, pero sin tratar de obligarlos;  y ha tenido una actitud claramente ambivalente en lo que se refiere a impulsar las fusiones" (Wade 1990, página 186).

Dicho eso, Wade observa también lo siguiente:


"Algunas veces, sin embargo, el Gobierno ha tomado la iniciativa para promover fusiones cuando experimentaban dificultades sectores vitales.  En uno de esos casos prácticamente ordenó la fusión de las cuatro empresas productoras de cloruro de polivinilo (CPV) …  Otro ejemplo es la fusión en 1997 de cinco de las principales empresas productoras de fibras sintéticas" (Wade 1990, páginas 186-7).

110. Según parece, sólo en unos pocos casos se tuvieron presentes determinados objetivos de política industrial al aplicar las políticas sobre fusiones, y sólo en sectores en declive.  Wade (1990, página 187) señala también que rara vez se impusieron fusiones contra la voluntad de las empresas afectadas.  La intervención estatal tendió más bien a alentar relaciones a largo plazo entre compradores y vendedores, lo que, en principio, podría haber tenido consecuencias para la aplicación de las disposiciones en materia de limitaciones verticales.  Sin embargo, tras describir algunas iniciativas al respecto, Wade sostiene que:


"… dada la infrecuencia de las relaciones de subcontratación a largo plazo en [el Taipei Chino], los resultados han sido hasta el momento escasos" (Wade 1990, página 187).

111. Es interesante observar que la descripción de Wade no sugiere que las autoridades del Taipei Chino haya tolerado o alentado cárteles en el sector manufacturero (aunque fijaran los precios de algunos productos agropecuarios;  véase Wade 1990, página 302).  Eso no quiere decir que no trataran de influir en el grado de competencia entre empresas (Wade explica, en efecto, cómo organismos oficiales han regulado activamente la entrada en los mercados y el acceso a fondos para inversiones).  Lo que demuestra Wade en su estudio es que las medidas en que suele manifestarse una aplicación laxa de la legislación sobre competencia (tolerancia de los cárteles, fusiones forzosas, examen favorable de las propuestas de fusiones y limitaciones verticales) se utilizaron muy raramente y cuando se utilizaron no parece que fueran muy eficaces.

4. China

112. El papel desempeñado en los últimos dos decenios por la rivalidad entre empresas en el desarrollo de China difiere del observado en los casos del Japón, Corea, y el Taipei Chino.  A diferencia de esas economías, China partió de un sistema económico socialista de planificación centralizada y organizó posteriormente su transición hacia una economía socialista de mercado (Wang 2002).  A lo largo de esa transición, el país ha registrado regularmente tasas de crecimiento económico de más de un 7 u 8 por ciento anual, y decenas de millones de personas han salido de la pobreza, especialmente en las regiones costeras.  Aunque se ha escrito mucho sobre el desarrollo de la economía de China (véanse, por ejemplo, Lardy 1998, Naughton 1995, Nolan 2001, Perkins 2001, Steinfeld 1998, y Banco Mundial 2003a), son muy pocos los investigadores que se han centrado específicamente en el papel desempeñado por la rivalidad entre empresas como factor potenciador o limitador del desarrollo de China.

113. Si bien la transición se realizó sin aplicar toda la gama posible de disposiciones sobre competencia, sería un error suponer que no se adoptaron medidas para influir deliberadamente en el nivel de rivalidad entre empresas.  De hecho, según Jiang (2002), cabe distinguir tres fases, según los efectos de las políticas industriales en la intensidad de la competencia entre empresas.  Como señala Jiang (2002):


"Desde la perspectiva de la competencia en el mercado, las políticas industriales de China han pasado por tres fases:  1) desde finales del decenio de 1970 a mediados del de 1980, esas políticas promovieron la competencia;  2) desde mediados de 1980, la limitaron;  y 3) desde mediados de 1990, tuvieron a la vez ambos efectos" (página 49).

114. Durante la primera fase, el Gobierno consideró al parecer oportuno inyectar cierto grado de competencia en el sistema económico imperante, como explica Jiang (2002) en el siguiente párrafo:


"Durante la reestructuración económica que se llevó a cabo en China a finales del decenio de 1970, el Gobierno chino adquirió aguda conciencia de los inconvenientes de la planificación centralizada, por lo que empezó a alentar a las empresas a competir entre sí para aumentar la producción, mejorar la eficiencia, desarrollar nuevos productos y elevar la remuneración de sus empleados.  De conformidad con esa nueva orientación de las políticas industriales chinas hacia la competencia, se aplicaron tres nuevas medidas de política:  1) fomento de nuevas empresas;  2) promoción de la competencia entre las empresas existentes;  y 3) relajación de los controles de precios" (página 49).

115. En el sector de la fabricación de frigoríficos, el efecto de esas políticas fue reducir la tasa de concentración en las cuatro empresas principales de 74,5 por ciento en 1982 a 29,0 por ciento en 1988.  Durante el mismo período la producción total se multiplicó por 75, a 7.576.000 unidades anuales (Jiang 2002, página 57).

116. La creciente competencia experimentada por las empresas estatales les planteó crecientes dificultades.  Esa situación tiene en China otras connotaciones, pues esas empresas estatales, además de emplear a muchos trabajadores, proporcionan servicios asistenciales y sociales.  Según parece, el temor a que el aumento de la rivalidad estuviera socavando la viabilidad de esas empresas condujo al Gobierno chino a adoptar, de mediados del decenio de 1980 a mediados de 1990, medidas que limitaban la competencia entre empresas (Jiang 2002, página 58).  Entre esas medidas destacan las tendentes a restringir el establecimiento de nuevas empresas pequeñas y medianas (principalmente por medio de la aplicación de reglamentaciones a la construcción), a limitar la competencia entre las empresas rurales y las de propiedad estatal, y a reservar sólo para empresas designadas la producción de determinados productos.

117. Por ejemplo, Jiang (2002, página 60) explica que durante ese período el Ministerio de Industria Ligera decidió limitar a sólo cinco empresas la producción de frigoríficos.  Sin embargo, se ha puesto en duda la eficacia de esas medidas a largo plazo.  Jiang (2002) observa que:


"Esa política restrictiva sólo duró en realidad un par de años.  Al aumentar muy rápidamente la demanda interna y mantenerse la rentabilidad del sector, empresas y administraciones locales se apresuraron a construir nuevas fábricas de frigoríficos eludiendo con diversos pretextos las restricciones resultantes de la política industrial del Gobierno Central.  En 1987 y 1988 [es decir, dos y tres años después del anuncio de las medidas iniciales], la producción de frigoríficos en China alcanzó niveles sin precedentes con la creación de 180 fábricas adicionales" (página 62).

118. Las políticas industriales aplicadas desde mediados del decenio de 1990 tuvieron al parecer efectos contradictorios en el grado de rivalidad entre empresas.  Por una parte, los consumidores e inversores nacionales estaban descontentos con las calidades y los precios imperantes en los sectores concentrados.  Jiang (2002) explica así la decisión de promover la competencia:


"A mediados del decenio de 1990, la presión de tres grupos indujo al Gobierno Central a abordar la cuestión de la competencia en esos sectores dominados por monopolios.  En primer lugar, los consumidores nacionales, descontentos por la baja calidad y los altos precios imperantes en esos sectores, reclamaban mejoras de la eficiencia y de los servicios.  En segundo lugar, los nuevos inversores que deseaban entrar en esos sectores empezaron a presionar al Gobierno central para que abordara el problema de los monopolios tradicionales y los altos niveles de beneficios de esos sectores.  En tercer lugar, la reciente adhesión a la OMC obligaría a China a ceder finalmente a las presiones exteriores y abrir sus mercados de servicios.  Esas presiones convencieron al Gobierno Central y a las industrias monopolistas de que, tras la adhesión de China a la OMC, no podrían competir con las empresas transnacionales de otros países si no se rompían los monopolios y se mejoraba la eficiencia por medio de un aumento de la competencia.  De ahí que en los últimos cinco años los sectores de la economía china antes dominados por varias empresas estatales se hayan reorientado con el fin de prepararse para hacer frente a la competencia extranjera" (página 64).

119. Por otra parte, parece que la prolongada erosión de la viabilidad de las empresas estatales de mediados a finales del decenio de 1990, con sus efectos sobre el desempleo, la conflictividad laboral y el bienestar social, convenció a algunos de los encargados de la elaboración de políticas de la necesidad de moderar la competencia en determinados sectores (Jiang 2002).  Para ello se redujo en general la capacidad de producción de un sector afectado.  En particular, 


"El Gobierno centró su intervención en el cierre de cinco tipos de pequeñas empresas no estatales:  minas de carbón, acererías, fábricas de cemento, refinerías y fábricas de vidrio.  Los cierres efectuados en 1999 representaron una merma de 10 por ciento-15 por ciento de la capacidad de producción de los respectivos sectores.  El Gobierno consideraba que el cierre de esas pequeñas empresas resolvería el problema de exceso de producción y aliviaría la presión competitiva a la que estaban sometidas las empresas estatales" (Jiang 2002, página 65).

Conviene reconocer, no obstante, que estas medidas de política pueden haber sido motivadas por otras razones, entre las que se encuentra, y no en último lugar, la incapacidad de las empresas no estatales más pequeñas para cumplir las obligaciones sociales y financieras que tienen otras empresas.

120. Sin embargo, según Jiang (2002) está aumentando el nivel de rivalidad que el Gobierno chino considera idóneo para el desarrollo del país, pues desde mediados del decenio de 1990:


"… ha venido disminuyendo ininterrumpidamente el ámbito de aplicación de las políticas industriales a las que se recurrió ampliamente para fomentar las industrias con producción insuficiente y restringir las que presentaban un exceso de producción.  En cambio, las políticas antimonopolio se están vinculando cada vez más inextricablemente a las políticas del Gobierno" (página 65).

121. En resumen, pues, en lo que se refiere a la competencia en los mercados internos, las políticas industriales de China se han reorientado hacia el fomento de la rivalidad entre empresas.  Ese objetivo se ha logrado sin poner en peligro otro objetivo declarado del Gobierno, el de establecer un conjunto de grandes empresas capaces de afrontar la competencia en los mercados mundiales  (véase el recuadro I.B4).  Además, puesto que la capacidad para aumentar la competencia en los mercados internos es un requisito previo para obtener buenos resultados en los mercados extranjeros, las políticas industriales chinas respecto de la rivalidad en los mercados internos pueden haber propiciado la boyante actividad exportadora de ese grupo selecto de empresas.

	Recuadro I.B4:  La creación de un "equipo nacional" en China

El de Nolan (2001) es probablemente el principal análisis reciente de las políticas de China para el desarrollo de industrias internacionalmente competitivas, los llamados campeones nacionales.  Nolan empieza su examen observando que, desde que se iniciara en China el programa de reformas económicas, a finales del decenio de 1970, se ha debatido sobre la aportación relativa de las grandes y las pequeñas empresas al crecimiento económico:

	"Son muchos quienes sostienen que el rápido desarrollo económico de China fue principalmente el resultado del explosivo crecimiento de las pequeñas empresas, a menudo en régimen de propiedad privada de facto.  ... Ese proceso se describió como "una silenciosa revolución desde abajo" ...  En realidad, las grandes empresas desempeñaron un papel fundamental en el crecimiento de China durante ese período.  El Estado fomentó deliberadamente el desarrollo de un grupo de grandes empresas que esperaba que pudieran competir con las principales empresas en los mercados mundiales" (Nolan 2001, página 16).

	Según Nolan, durante el decenio de 1990 se extendió ulteriormente el convencimiento de que China necesitaba desarrollar algunas grandes empresas para poder competir en los mercados internacionales.  Nolan (2001) describe como sigue la creación de esas empresas:

	"En el decenio de 1990 el Consejo de Estado escogió un "equipo nacional" de 120 grandes grupos empresariales en dos etapas, en 1991 y 1997, respectivamente.  Esas empresas se concentraban predominantemente en los sectores considerados "de importancia estratégica", como los de generación de energía eléctrica (8), extracción de carbón (3), industria automotriz (6), electrónica (10), hierro y acero (8), maquinaria (14), productos químicos (7), materiales de construcción (5), transporte (5), industria aeroespacial (6) y productos farmacéuticos (5)" (página 18).

	Se aplicaron diversas políticas para apoyar el crecimiento del equipo nacional, y, sobre todo, se protegió a esas empresas con importantes obstáculos al comercio.  Al parecer, se impedía habitualmente a las empresas extranjeras el acceso a los canales de distribución internos.  En muchos casos eran las autoridades chinas las que escogían el socio nacional con el que los inversores extranjeros podían realizar operaciones conjuntas.  En lo que se refiere a la inversión y la innovación, Nolan (2001) señala:

	"En general, ya en una etapa relativamente temprana de las reformas económicas, se otorgaron a los miembros del equipo nacional especiales facilidades para gestionar los aspectos clave de sus negocios, incluidas cuestiones tan fundamentales como la retención de beneficios, las decisiones de inversión y el derecho a realizar actividades de comercio internacional.  Se les permitió establecer sus propias empresas de financiación internas.  Se les otorgó el derecho de administrar otras empresas estatales dentro del mismo grupo empresarial.  Muchos centros estatales de I + D fueron sencillamente traspasados a empresas del equipo nacional para facilitar su progreso técnico sostenido" (página 19).

	Además de gozar de diversos privilegios, el equipo nacional recibía ayuda financiera en gran escala de los cuatro grandes bancos estatales, que apoyaban así el proceso de concentración industrial.  Alentados por el Consejo de Estado, los bancos estatales facilitaban el acceso a grandes préstamos en condiciones de favor.

	Como resultado de esas medidas, según Nolan (2001) a finales del decenio de 1990:

	"los 120 grupos escogidos por el Consejo de Estado tenían invariablemente una posición dominante en sus respectivos sectores.  Los seis grupos del sector de generación y suministro de energía eléctrica, por ejemplo, producían más de la mitad de la electricidad de China.  A los ocho grupos del sector metalúrgico correspondía más del 40 por ciento de la producción nacional de hierro y acero, y a los seis fabricantes de vehículos, el 57 por ciento de la producción total de la industria automotriz.  Las tres aerolíneas civiles controlaban más del 55 por ciento del mercado nacional.  Los grupos se basaban en grandes empresas que constituían el "núcleo del grupo" y podían funcionar como "centros de inversión"…  En 1997 los 120 grupos representaban una tercera parte del valor total de la producción del sector de propiedad estatal, obtenían más del 50 por ciento de los beneficios totales, pagaban el 25 por ciento de los impuestos y realizaban más del 25 por ciento de las ventas.  Al final de 1995 sólo tenían pérdidas menos de 10 de los 120 grupos" (página 20).


5. Resumen

El objeto de la presente sección del documento (sección D) era evaluar el papel que en el desarrollo de cuatro economías del Asia Oriental han desempeñado la rivalidad entre empresas y las medidas tendentes a promoverla o limitarla.  No se pretendía presentar un cuadro más general de los efectos de las políticas industriales en el Asia Oriental, que habría rebasado el ámbito del presente estudio, ni resumir las políticas actuales de desarrollo o las prioridades de las economías en cuestión.  Sin embargo, aun en este marco más estrecho, el examen de los trabajos sobre la materia ha permitido sacar algunas conclusiones.

122. En primer lugar, tanto en China como en el Japón el Estado adoptó en ocasiones medidas tendentes a restringir la competencia, y en ambos casos los investigadores han aportado en los últimos años datos que ponen en cuestión la eficacia de tales medidas.  En segundo lugar, la experiencia de Corea pone de manifiesto que la aplicación efectiva de la legislación sobre competencia es necesaria para contrarrestar las consecuencias internas negativas de las políticas tendentes a crear campeones nacionales.  En tercer lugar, el análisis de las reformas introducidas por China desde finales del decenio de 1970 revela los problemas que enfrentan las economías en transición.  El temor a las pérdidas de empleo y a las perturbaciones sociales al parecer han conducido a la adopción de algunas medidas para limitar la competencia.  Sin embargo, parece ser que el recurso a esas medidas ha sido cada vez menos frecuente.

123. En general, las conclusiones de las investigaciones empíricas más recientes sobre el desarrollo del Asia Oriental indican con creciente claridad que no es cierto que las políticas de desarrollo de esas economías tuvieran como componente fundamental medidas tendentes a limitar la competencia, y todavía menos que esas medidas resultaran eficaces.  Estudios recientes sobre la eficacia de la cartelización en el Japón ponen seriamente en duda que el éxito de las industrias japonesas internacionalmente competitivas dependiera del patrocinio o de la tolerancia por el Estado de la fijación colusoria de precios y prácticas similares.  Las experiencias de Corea y de China parecen indicar que las políticas tendentes a crear grandes empresas nacionales deben complementarse con medidas que garanticen el mantenimiento de cierto nivel de rivalidad en los mercados nacionales.  En resumen, esos trabajos recientes añaden credibilidad a la opinión de que una aplicación activa y adecuada de la legislación sobre competencia en esas cuatro economías del Asia Oriental no habría entorpecido sus estrategias nacionales de desarrollo, sino que las habría reforzado.

124. Resulta evidente en cualquier caso que, independientemente de la opinión del mundo académico sobre el fundamento de las posibles justificaciones de una política industrial intervencionista y de la experiencia empírica al respecto, los gobiernos pueden tener diversas razones para optar de vez en cuando por limitar la competencia en determinados mercados o sectores, o por lo menos por no promoverla.  Teniendo eso en cuenta, y de conformidad con el mandato del estudio, en la siguiente sección se examinan diversas formas en que se han abordado en las jurisdicciones que cuentan con políticas activas de competencia las tensiones potenciales entre los objetivos de la política de competencia y los de la política industrial.

Formas en que se han abordado tradicionalmente las tensiones potenciales entre los objetivos de la política de competencia y los de la política industrial

125. El examen que antecede de las disyuntivas y complementariedades que se pueden plantear entre la política de competencia y la política industrial, a la luz de las investigaciones económicas y de desarrollo y de la experiencia histórica de algunas economías de Asia, parece indicar que, en toda una serie de circunstancias, la legislación y la política de competencia tienden a promover la eficiencia dinámica y otros objetivos económicos.  No obstante, es evidente que en ciertos casos pueden surgir tensiones con los objetivos de la política industrial, y, en cualquier caso, los gobiernos pueden tener interés, por diversas razones económicas, política y sociales, en proteger determinadas actividades o sectores de la aplicación de la legislación sobre competencia, o en dar precedencia a metas o iniciativas que pueden estar en conflicto con los objetivos de esa legislación.  Por consiguiente, en la presente sección se examinan diversas formas en que se han abordado tradicionalmente en economías que cuentan con regímenes activos de competencia, tanto industrializadas como en desarrollo, las tensiones potenciales entre la legislación sobre competencia y los objetivos de la política industrial o de otras políticas.  Se indican cinco posibilidades, aunque puede haber más.  El análisis se basa en las deliberaciones que han tenido lugar en el Grupo de Trabajo de la OMC, así como en otras fuentes públicas.

126. La primera y principal observación es que las medidas adoptadas por los gobiernos en su calidad de representantes de Estados soberanos, aunque tiendan a restringir la competencia en los mercados, no son recurribles con arreglo a la legislación sobre competencia de la mayoría de los países que cuentan con esa legislación en su ordenamiento jurídico.  Por consiguiente, la mayor parte de los instrumentos tradicionales de política industrial, como los aranceles, las subvenciones, los programas de capacitación, la propiedad pública y las facilidades de financiación para las exportaciones, rara vez pueden impugnarse en virtud de la legislación sobre competencia.  Incluso las reglamentaciones o directrices normativas que restringen deliberadamente la entrada en los mercados o limitan de otras maneras la competencia (por ejemplo, las fusiones ordenadas por el Estado) no suelen entrar en conflicto con la legislación sobre competencia, a condición de que se apliquen con arreglo a un mandato oficial válido y cumplan los demás criterios o requisitos que contemplen las leyes nacionales (OMC 1997;  véase en Holmes 1993 un examen de las doctrinas pertinentes de los Estados Unidos).

127. Una segunda forma en que se abordan en muchos países las tensiones potenciales entre la legislación sobre competencia y los objetivos de desarrollo consiste en la incorporación explícita de esos objetivos a las leyes nacionales sobre competencia.  Por ejemplo, como ya se ha señalado, la Ley de Competencia de 1998 de Sudáfrica comprende múltiples objetivos (véase el párrafo 25 supra).

128. Hay división de opiniones sobre las ventajas de introducir objetivos sociales más amplios en la política de competencia, y se observa una tendencia general a centrar la atención en la eficiencia económica o en el bienestar de los consumidores como objetivos principales de la política de competencia.  La siguiente cita, tomada de una reciente comunicación de la República de Irlanda al tercer Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia, es representativa de ese punto de vista:


"Los responsables de la elaboración de políticas pueden tratar de utilizar la política de competencia para promover otros objetivos más amplios, como los de política industrial, desarrollo regional o 'interés público', aplicando, por ejemplo, un criterio de interés público en casos de fusiones.  Hay dos razones por las que es preferible no utilizar la política de competencia como instrumento de una política más general.  En primer lugar, los objetivos demasiado generales pueden resultar ambiguos, por lo que pueden ser 'capturados' o 'secuestrados' por los intereses privados más poderosos, que suelen ser los de los productores o los de los trabajadores.  Objetivos que persiguen de jure el interés público pueden ponerse de facto al servicio de intereses privados.  En segundo lugar, para alcanzar objetivos ajenos a la política de competencia suele ser más eficaz aplicar mecanismos ajenos a la política de competencia.  En resumen, la limitación de la competencia para promover un objetivo más general tendrá inevitablemente efectos secundarios anticompetitivos …" (Irlanda 2003b, página 3).

129. Es evidente, sin embargo, que, tanto en los países industrializados como en los países en desarrollo, la aplicación de la legislación nacional sobre competencia se ha regido y orientado a menudo por otros objetivos.

130. En tercer lugar, aun cuando no se incluyan explícitamente en la legislación sobre competencia objetivos de desarrollo u otros objetivos similares, los funcionarios responsables, al aplicar las leyes pertinentes, pueden atender a consideraciones de eficiencia dinámica, así como de eficiencia estática, y lo están haciendo en medida creciente.  Conviene destacar, por su importancia para el presente estudio, que en un número creciente de jurisdicciones se ha adaptado deliberadamente la aplicación concreta de la legislación sobre competencia en determinados casos para facilitar mejoras de la eficiencia dinámica.  Ese desplazamiento de la atención hacia consideraciones de eficiencia dinámica no ha requerido en la mayoría de los casos revisiones de la legislación sobre competencia, sino que se ha logrado mediante la progresiva adaptación de las directrices y de las técnicas utilizadas en los análisis de casos.  Esa tendencia se ha manifestado con claridad desde mediados del decenio de 1990 e incluso antes en algunos casos (OMC 1997;  véase, en Anderson y Khosla 1995, una reseña de la evolución observada a ese respecto en diversos países Miembros de la OMC).

131. Un ejemplo de los esfuerzos por adaptar la aplicación de las leyes nacionales sobre competencia de manera que faciliten y promuevan el aumento de la eficiencia dinámica son las sucesivas versiones de la "directrices sobre fusiones" promulgadas en los últimos dos decenios por los organismos antitrust de los Estados Unidos, que han prestado creciente atención a esas cuestiones (véase Departamento de Justicia y Comisión Federal de Comercio de los Estados Unidos 1997).  Como ya se ha señalado, el concepto de "mercados de innovación" fue elaborado con la finalidad concreta de garantizar que la aplicación de las disposiciones estadounidenses sobre competencia promoviera y no entorpeciera el logro de mejoras de la eficiencia dinámica.  Ese concepto presupone que:  i) la competencia es un fundamento esencial de la innovación;  y ii) las fusiones y otros acuerdos anticompetitivos entre empresas pueden socavar los incentivos a la innovación en determinados casos (Gilbert y Sunshine 1995).  En esas consideraciones han basado los organismos de competencia estadounidenses varias decisiones de bloquear procesos de fusión en una serie de casos (Gilbert y Tom 2001).

132. La propensión cada vez mayor a aplicar la legislación sobre competencia teniendo en cuenta la innovación y la eficiencia dinámica se destaca en un reciente análisis de la evolución de la política antitrust de los Estados Unidos en el decenio de 1990 realizado por Litan y Shapiro (2001), que observan lo siguiente:


"… el decenio de 1990 fue un período en el que muy diversos mercados se vieron afectados por el impacto de las nuevas tecnologías, encabezadas por el Internet y la tecnología de la información.  Los frutos de la competencia se manifiestan cada vez más en nuevas tecnologías que conducen a la aparición de productos nuevos o mejorados.  Al mismo tiempo, los derechos de propiedad intelectual, en forma de patentes, derecho de autor y secretos comerciales, se han convertido en una fuente cada vez más importante de ventajas competitivas para las empresas que los controlan.  No es, pues, sorprendente que las autoridades antitrust hayan empezado a prestar más atención a la "competencia por la innovación" y a los derechos de propiedad intelectual" (página 3).

133. También Gilbert y Tom (2001), tras examinar atentamente la aplicación de esas disposiciones por los organismos estadounidenses desde 1990, llegan a la conclusión de que:


"la innovación no es objetivo prioritario de las autoridades encargadas de la competencia, aunque ha adquirido creciente importancia y ha desempeñado un papel decisivo en varias actuaciones, en casos de fusiones y en otros casos, que podían afectar en medida importante al bienestar de los consumidores" (página 3).

134. Conviene señalar que ese desplazamiento de la atención hacia las consecuencias a más largo plazo de las prácticas de las empresas no ha conllevado una modificación de la legislación antitrust de los Estados Unidos, sino que ha sido el resultado de una adaptación progresiva de las directrices y de la aplicación de técnicas utilizadas en los análisis de casos.

135. Una esfera en que la aplicación de la legislación sobre competencia en algunos países se ha centrado con particular claridad en facilitar la obtención de mejoras de la eficiencia dinámica es la relativa a la aplicación de esa legislación al ejercicio de los derechos de propiedad intelectual (véase, en general, Anderson y Gallini 1998, Muris 2001 y American Bar Association 2002).  Conviene destacar, de hecho, que en muchos países existe desde hace tiempo conciencia de que la política de competencia contribuye a establecer un equilibrio y a impedir posibles abusos vinculados al ejercicio de los derechos de propiedad intelectual.  El Grupo de Trabajo de la OMC ha tenido un amplio debate sobre estas cuestiones (véase Anderson 2002).  De conformidad con las últimas constataciones en esta materia, el Grupo de Trabajo ha expresado la opinión de que, en muchos casos, el ejercicio de los derechos de propiedad intelectual es compatible con las metas y objetivos de la política de competencia, en el sentido de que esos derechos promueven la innovación y por tanto contribuyen a una competencia y eficiencia dinámica mayores.  No obstante, el mantenimiento del debido equilibrio entre los incentivos para la innovación y el acceso a nuevas tecnologías depende en medida fundamental de que se aplique adecuadamente la legislación sobre competencia al ejercicio de los derechos de propiedad intelectual.  Como se señala en el informe anual del Grupo de Trabajo correspondiente a 1998, 


"Una aplicación adecuada del derecho de competencia debería evitar dos posturas extremas:  una aplicación demasiado estricta podría aminorar la innovación;  una aplicación ineficaz o insuficiente podría dar lugar a una concesión excesiva del dominio del mercado.  Ambos resultados tendrían un efecto adverso sobre la producción así como un efecto inhibidor del comercio."

136. Conviene señalar a este respecto que las Directrices promulgadas por las autoridades de competencia estadounidenses y canadienses en el decenio de 1990 proporcionan instrucciones concretas para la aplicación de la legislación sobre competencia en relación con los derechos de propiedad intelectual.

137. Un cuarto instrumento para abordar las tensiones potenciales entre la legislación o la política de competencia y el logro de objetivos de política industrial, que se ha utilizado en todas las jurisdicciones, consiste en prever la posibilidad de establecer exenciones, excepciones y exclusiones de la legislación sobre competencia.
  Casi todas las jurisdicciones que cuentan con legislación sobre competencia contemplan algunas exenciones y exclusiones.  En un análisis de las excepciones, exenciones y exclusiones pertinentes preparado por la Secretaría para el Grupo de Trabajo en 2001 se hacen las siguientes observaciones de interés:


"Sobre la base de las contribuciones escritas y orales presentadas por los Miembros al Grupo de Trabajo, es evidente que los términos "excepción", "exención" y "exclusión" pueden tener significados concretos en el contexto de los distintos ordenamientos jurídicos nacionales.  No obstante, a nivel general, los Miembros han utilizado esos términos indistintamente para referirse a los sectores, ámbitos de actividad y categorías de conducta que están ya sea excluidos de la aplicación de las leyes nacionales en materia de competencia ya sea sujetos a trato diferenciado en virtud de esa legislación.  El término "autorización" también ha sido empleado para hacer referencia a situaciones en las que se permite una conducta que de otro modo estaría prohibida por las leyes nacionales en materia de competencia."


"El alcance de las excepciones, exenciones y exclusiones varía considerablemente de un país a otro.  Hasta cierto punto, esto parece simplemente reflejar el hecho de que algunos países se apoyan menos en disposiciones legislativas explícitas y más en el proceso de aplicación para determinar si una determinada actividad o conducta no debería estar contemplada en las leyes nacionales en materia de competencia o debería ser objeto de un trato especial por parte de la legislación."


"También deben señalarse otras diferencias en los enfoques nacionales.  En algunos casos, los criterios empleados para determinar si se trata de una excepción, exención o exclusión son amplios y generales mientras que en otros los criterios son extremadamente detallados.  En algunas jurisdicciones, la cuestión de si se aplica una excepción, exención o exclusión depende del resultado de un análisis amplio realizado caso por caso o de la aplicación de "criterios razonables".  En otras, se utilizan directrices, reglamentos o exenciones por categorías como orientación al menos en parte de los casos."


"Al clasificar las excepciones, exenciones y exclusiones conforme a las leyes nacionales en materia de competencia, hay que establecer una diferencia fundamental entre, por una parte, las excepciones, exenciones o exclusiones de carácter sectorial y, por otra, las de carácter no sectorial.  Las excepciones, exenciones y exclusiones de carácter sectorial con frecuencia reflejan decisiones históricas, basadas en motivos políticos y económicos que pueden ser específicos del país en cuestión.  Hay sectores que pueden estar total o parcialmente excluidos.  Una distinción conexa es la existente entre, por un lado, las excepciones, exenciones y exclusiones explícitas y, por otro, las implícitas.  Las primeras, por lo general, están incluidas en la legislación o en los reglamentos, mientras que las segundas surgen cuando la aplicación de la legislación en materia de competencia se ve desplazada por regímenes reglamentarios específicos de la rama de producción u otras manifestaciones de dirección o titularidad del Estado.  En ocasiones, el reglamento específico de la rama de producción pertinente establece expresamente que no son aplicables las leyes en materia de competencia.  En otros casos, hay principios o doctrinas de orden jurídico que estipulan que las leyes de aplicación general, como las leyes nacionales en materia de competencia, quedan subordinadas a una legislación más específica."


"En lo que respecta a las excepciones, exenciones y exclusiones no sectoriales, con frecuencia éstas hacen referencia a acuerdos o prácticas comerciales que, aunque sean presuntas o potencialmente anticompetitivas, mejoran la eficacia o fortalecen la competencia en determinadas circunstancias.  Por otro lado, se puede considerar que dichos acuerdos o prácticas tienen repercusiones ambiguas con respecto a la competencia y, por tanto, deberían ser objeto de un análisis caso por caso para determinar si están prohibidos o no.  También pueden darse excepciones, exenciones o exclusiones en relación con empresas propiedad del Estado o con las prácticas comerciales sancionadas o alentadas por los gobiernos."


"Por último, algunos regímenes establecen que las prohibiciones contenidas en la legislación nacional en materia de competencia no son aplicables si la conducta o actividad en cuestión no tiene un efecto "apreciable" sobre la competencia.  En ocasiones se las denomina excepciones "de minimis"."

138. La justificación de las exenciones de la legislación nacional sobre competencia ha sido expuesta con claridad por el Presidente de la Comisión para la Competencia y la Defensa del Consumidor de Australia:


"Un régimen de competencia ha de conjuntarse con otras políticas gubernamentales.  Surgen inevitablemente conflictos entre unas políticas y otras, por lo que es necesario determinar las prioridades sobre la base de una evaluación de los intereses nacionales.  De ahí la necesidad de un mecanismo que prevea excepciones a la aplicación general de un régimen de competencia" (Fels 2001, páginas 3 y 4).

139. La legislación sobre competencia de la Comunidad Europea contiene diversas excepciones y exenciones y constituye un ejemplo pertinente.
  En un discurso pronunciado en 1995
 sobre el alcance y las excepciones de las normas de competencia de la Comunidad Europea, un alto funcionario de la Comisión Europea hizo las siguientes afirmaciones:


"La única excepción sectorial prevista en el Tratado Constitutivo de la CE se refiere a los productos agropecuarios.  Las normas de competencia sólo se aplican a este sector en la medida en que así lo estipule el Consejo por un reglamento específico" (Schaub 1995, página 4).

Y:


"Los Estados pueden invocar también una excepción a las normas de competencia por consideraciones de defensa [seguridad nacional], pero ese caso es muy poco frecuente y está sujeto al escrutinio de la Comisión" (Schaub 1995, página 5).

En lo tocante a las excepciones generales, Schaub señaló:


"En el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea se especifican una o más excepciones al principio de aplicabilidad universal de las normas sobre competencia a todas las empresas.  El párrafo 2) del artículo 90 estipula que las empresas (públicas o privadas) encargadas de la gestión de servicios de interés económico general o que tengan el carácter de monopolio fiscal quedarán sometidas a las normas sobre competencia, en la medida en que la aplicación de dichas normas no impida, de hecho o de derecho, el cumplimiento de la misión específica a ellas confiada" (página 4).

140. Además, la Comisión Europea está facultada para otorgar excepciones a la prohibición de los cárteles.  En palabras de Schaub (1995):


"La Comisión puede otorgar excepciones individuales con arreglo a las cuatro condiciones estipuladas en el párrafo 3) del artículo 85 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea.  El acuerdo en cuestión:


1.
debe contribuir a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o económico 


2.
debe reservar a los usuarios una participación equitativa en el beneficio resultante


3.
no debe imponer a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables para alcanzar tales objetivos, y 


4.
no debe ofrecer a dichas empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de los productos de que se trate" (página 4).

141. Esa disposición es importante porque demuestra que no es necesario que las jurisdicciones especifiquen todas las excepciones en el momento de la promulgación de la legislación sobre competencia.  Pueden establecerse procedimientos para otorgar y revocar exenciones, excepciones y exclusiones de la legislación nacional sobre competencia.  Esa posibilidad proporciona a los gobiernos nacionales un grado considerable de flexibilidad, que, sin embargo, se presta a abusos.

142. La quinta opción sería la de facultar a un órgano o cargo gubernamental para anular decisiones adoptadas por el organismo de protección de la competencia cuando afecten a las prioridades nacionales de desarrollo.  Esa facultad podría corresponder al gabinete, al jefe del gobierno o un ministro.  Aunque la legislación sobre competencia de algunos países, como Alemania, prevé esa posibilidad en determinadas circunstancias claramente definidas, existe una tendencia inequívoca a eliminar ese mecanismo y fortalecer la independencia de los organismos encargados de aplicar la legislación sobre competencia (OMC 1997;  véase también Anderson y Khosla 1995).

E. Consecuencias de las posibles disposiciones de un marco multilateral sobre competencia para las opciones de política industrial/económica

143. En la presente sección se abordan las consecuencias que para el logro de mejoras de la eficiencia y otros objetivos de política industrial podrían tener las posibles disposiciones de un marco multilateral sobre política de competencia.  Como forma de arrojar luz sobre ese asunto, se examina la cuestión de si las actuales propuestas relativas a un marco multilateral sobre política de competencia tendrían el efecto de limitar el acceso a los cinco enfoques tradicionalmente aplicados a las tensiones potenciales entre la legislación sobre competencia y los objetivos de política industrial, que se examinaron en la sección precedente.

144. Como observación preliminar cabe señalar que por el momento no se ha llegado a un acuerdo en el Grupo de Trabajo en cuanto a los elementos de un marco multilateral sobre política de competencia, en el supuesto de que haya de elaborarse ese marco.  Por consiguiente, para evaluar si un marco multilateral podría limitar la capacidad de los países para lograr mejoras de la eficiencia dinámica u otros objetivos de política industrial, es necesario partir de determinados supuestos sobre el posible contenido de ese marco.  Para esa evaluación, el autor se ha basado en los diversos elementos indicados en el párrafo 25 de la Declaración Ministerial de Doha y en propuestas conexas de los partidarios de un marco multilateral y clarificaciones facilitadas en el Grupo de Trabajo, así como en los resúmenes existentes de esas propuestas.
  Esas fuentes revelan que las propuestas relativas a un marco multilateral sobre política de competencia contienen los siguientes elementos principales:


-
La adhesión de los Miembros de la OMC a una serie de principios fundamentales en materia de competencia.  Éstos incluirían, como mínimo, principios relativos a la transparencia, la no discriminación y la equidad procesal en la aplicación de la legislación y/o la política de competencia.


-
Un compromiso paralelo de adoptar medidas contra los cárteles intrínsecamente nocivos.


-
El desarrollo de modalidades de cooperación entre los Estados Miembros respecto de las cuestiones de política de competencia.  Las modalidades propuestas podrían abarcar la cooperación sobre la legislación nacional, el intercambio de experiencias nacionales por parte de las autoridades encargadas de la competencia, y aspectos referentes a la aplicación.  Las comunicaciones de la mayoría de los Miembros sobre este punto (aparte de la formulación del párrafo 25 de la Declaración Ministerial de Doha) sugieren que las modalidades propuestas serían de carácter voluntario.


-
Un compromiso de apoyo permanente para la creación o el fortalecimiento de instituciones encargadas de la competencia en los países en desarrollo mediante la mejora de la asistencia técnica y de la creación de capacidad, en el marco de la OMC pero en cooperación con otras organizaciones interesadas y los con gobiernos nacionales.

Cabe destacar que, según los partidarios de un marco multilateral, los elementos indicados anteriormente no pretenden la "armonización" internacional de la legislación sobre competencia, en el sentido de tratar de garantizar la adopción de enfoques uniformes para la legislación y la política de competencia a nivel nacional.

145. Hay que señalar que las conclusiones siguientes sobre las consecuencias para las opciones de política industrial y económica quizás hayan de matizarse o revisarse en la medida en que el contenido de un eventual marco difiera de los elementos indicados supra.

146. Teniendo eso presente, y centrando el examen en la cuestión de si un marco afectaría a la disponibilidad de los diversos instrumentos mencionados que se pueden utilizar para gestionar las tensiones potenciales entre la política de competencia y la política industrial, parecen de interés los siguientes interrogantes.

147. Ante todo, es importante plantear la pregunta de si un marco multilateral sobre política de competencia se aplicaría a las medidas oficiales que restringen la competencia, o si dicho marco se centraría en los actos anticompetitivos de las empresas y su trato en el marco de las legislaciones nacionales en materia de competencia.  A ese respecto, las propuestas pertinentes de los Miembros indican claramente que el objetivo principal son las prácticas anticompetitivas privadas, en particular los cárteles intrínsecamente nocivos.  Respecto de la segunda cuestión señalada, la comunicación de la Comunidad Europea y sus Estados miembros (CE) sobre los principios fundamentales se centra en las consecuencias de las posibles disposiciones desde el punto de vista de la legislación sobre competencia, y no de la política industrial en general.  En el caso de la disposición propuesta sobre no discriminación, la CE señala que:


"Dicho de otra manera, el tema en cuestión sería el tratamiento concedido a las empresas de conformidad con las condiciones de la legislación interna en materia de competencia propiamente dicha, y no el tratamiento concedido a las empresas en virtud de otra serie de políticas" (CE 2002, párrafo 12).

148. Además, en el contexto concreto del trato nacional, la CE ha indicado que:


"No proponemos que un acuerdo sobre la competencia deba intentar introducir una norma absoluta de trato nacional que haya de aplicarse a cualquier forma de ley o reglamento estatal" (CE 2002, página 4).

149. Esta cuestión podría clarificarse ulteriormente en relación con las posibles disposiciones sobre equidad procesal y transparencia.  Si esas disposiciones han de tener el mismo alcance que las de no discriminación, la mayoría, si no la totalidad, de los instrumentos de política industrial (es decir, los consistentes en medidas de las autoridades públicas no comprendidas en el ámbito de la legislación sobre competencia) no se verán limitados por un marco multilateral sobre competencia.

150. Además, en el Grupo de Trabajo se ha observado que los acuerdos intergubernamentales o interestatales no estarían abarcados por un acuerdo de la OMC sobre política de competencia, cuyo objetivo serían las prácticas anticompetitivas de las empresas.  Esa observación tenía al parecer por objeto confirmar que la adopción de un marco multilateral no afectaría a acuerdos tales como la OPEP.
  En apoyo de esa interpretación se ha señalado también en el Grupo de Trabajo que en el Conjunto de principios y normas equitativos multilateralmente acordados adoptado por las Naciones Unidas había una cláusula específica (el párrafo 9 de la sección B), que establecía claramente la no aplicación del Conjunto a los acuerdos intergubernamentales y a las prácticas comerciales restrictivas a que dichos acuerdos dieran lugar.

151. En relación con el segundo instrumento, es decir, la definición por los Miembros de los objetivos de sus políticas de competencia nacionales, no se ha formulado ninguna propuesta de limitar los objetivos que se podrían incorporar a las leyes nacionales pertinentes.  El siguiente pasaje del informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo lo pone igualmente de manifiesto:


"los proponentes también afirmaron su convicción de que el marco multilateral propuesto podía y debía preservar un "espacio de política" suficiente para que los países en desarrollo aplicaran las políticas económicas y sociales que estimaban necesarias para su propio desarrollo.  Era perfectamente legítimo que un gobierno juzgara que había objetivos de política más importantes que la necesidad de proteger la competencia" (OMC 2002e, página 15).

152. En relación con el tercero de los instrumentos para gestionar las posibles tensiones entre las políticas de competencia y las políticas industriales que se han examinado en la sección anterior, es decir, la posibilidad de adaptar la aplicación de la legislación sobre competencia teniendo en cuenta las posibles consecuencias para la innovación y la eficiencia dinámica, cabe preguntarse cómo influiría un marco multilateral en los factores que pueden tenerse en cuenta al aplicar la legislación sobre competencia.  En particular, ¿impediría ese marco a los Miembros tener en cuenta, al aplicar sus leyes sobre competencia, consideraciones y factores dinámicos a largo plazo?

153. En respuesta a esa pregunta, no parece haber nada en las propuestas que excluya la posibilidad de adaptar la aplicación de la legislación sobre competencia al objetivo de promover la innovación y la mejora de la eficiencia dinámica.  Como ya se ha indicado, las propuestas no pretenden limitar los criterios que han de tenerse en cuenta al aplicar la legislación nacional sobre competencia.  Además, nada impide en principio redactar las posibles disposiciones sobre los principios básicos de tal manera que se autorice a tener en cuenta, al aplicar las leyes sobre competencia, factores no económicos y consideraciones a corto y a largo plazo.

154. En relación con el cuarto instrumento, es decir, la posibilidad de aplicar las excepciones, exenciones y exclusiones oportunas, resulta pertinente el siguiente fragmento del informe anual del Grupo de Trabajo correspondiente a 2002:


"Con respecto a la pertinencia de las excepciones y/o exenciones de la aplicación de las legislaciones nacionales de competencia y/o de un marco multilateral como instrumento para la gestión de cualquier conflicto con las políticas industriales nacionales, se expresó la opinión de que, dada la diversidad de fases y pautas de desarrollo económico existente entre los Miembros, debía conferirse flexibilidad suficiente a cualquier marco posible, a fin de permitir su aplicación práctica entre todos los Miembros de la OMC.  En un marco multilateral sobre competencia tenía que preverse la posibilidad de exenciones o exclusiones apropiadas en dos aspectos.  En primer lugar, muchos Miembros -entre ellos países menos adelantados y otros países en desarrollo, pero también algunos países industrializados- deseaban conceder, en sus legislaciones sobre la materia, mayor flexibilidad a las empresas pequeñas y medianas que a otras empresas.  El marco propuesto debía permitir ese tipo de flexibilidad.  En segundo lugar, como ya se había indicado, los intereses nacionales podían salvaguardarse simplemente previendo la exclusión de sectores económicos sensibles de todas las disposiciones sustantivas de un marco multilateral, o sólo de algunos principios fundamentales.  La previsión de exenciones y excepciones proporcionaría mayor flexibilidad a los Miembros de la OMC para alcanzar otros objetivos nacionales tales como el desarrollo industrial y económico.  No obstante, las excepciones y exenciones debían estar sujetas a procedimientos de transparencia suficientes, a fin de que las empresas que comerciaran con un Miembro o invirtieran en la economía de un Miembro supieran en qué situación se encontraban.  También se sugirió que la posibilidad de aplicar exenciones no se redujera gradualmente a lo largo del tiempo, o que estuviera sujeta a un examen periódico" (OMC 2002e, páginas 18 y 19).

155. Además, uno de los principales partidarios de un marco multilateral ha reconocido la importancia de esta cuestión y propuesto que se adopte al respecto un enfoque flexible.  En efecto, la delegación de la Comunidad Europea y sus Estados miembros considera que:


"La cuestión de las exclusiones y exenciones sectoriales del alcance y aplicación de la legislación sobre la competencia tiene mucha importancia desde el punto de vista de la competencia y el comercio.  Al mismo tiempo, hay que reconocer que es una cuestión muy delicada y compleja entre los países en desarrollo y algunos miembros de la OCDE, incluida la CE.  Algunos países han manifestado que, para obtener consenso en la introducción de legislación sobre la competencia, ha sido necesario introducir algunas exclusiones y exenciones sectoriales, pero que éstas se han limitado posteriormente a lo largo del tiempo.  Al analizar la evolución reciente, la tendencia ha sido claramente eliminar esas exclusiones o definirlas de manera cada vez más restringida.  Sugerimos que un planteamiento flexible sería centrarse en esta etapa en la cuestión esencial de la transparencia y su aplicación a las exclusiones y exenciones sectoriales, así como su examen en el transcurso del tiempo.  Por ejemplo, el Grupo de Trabajo también podría examinar de manera provechosa la experiencia de los Miembros de la OMC que han eliminado gradualmente exenciones y exclusiones (incluidas las razones y el calendario de dicha eliminación gradual), así como los procedimientos internos utilizados para promulgar esas exenciones y exclusiones" (CE 2002b, páginas 6 y 7).

156. En cuanto al quinto instrumento para la gestión de las posibles tensiones entre los objetivos de las políticas nacionales de competencia y los de las políticas industriales, es decir, la posibilidad de anulación ministerial de disposiciones o mecanismos similares, no hay ningún elemento de las propuestas planteadas que aborde concretamente esa cuestión.  Como ya se ha señalado, en el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo se señala que algunos proponentes de un marco multilateral han sostenido que puede haber otros objetivos nacionales más acuciantes que el de proteger la competencia.  Quizás conviniera clarificar si las disposiciones relativas a los principios fundamentales se aplicarían tanto al organismo directamente responsable de la aplicación de las disposiciones nacionales sobre competencia como al órgano estatal facultado para anular las decisiones de esa entidad.

157. En el examen que antecede se ha destacado que en las propuestas presentadas en relación con un posible marco multilateral sobre política de competencia se mantiene el acceso a los cinco instrumentos a los que han recurrido tradicionalmente los gobiernos para hacer frente a las tensiones potenciales entre la aplicación de la legislación sobre competencia y el logro de mejoras de la eficiencia dinámica u otros objetivos de desarrollo.  Como se ha aclarado, las propuestas planteadas no dificultarían el logro de mejoras de la eficiencia dinámica por las economías en desarrollo, y podrían contribuir a facilitarla, en la medida en que reforzaran y alentaran la aplicación adecuada de la legislación sobre competencia en esas economías.  Además, se ha arrojado luz sobre dos cuestiones conexas que se han planteado en el Grupo de Trabajo sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia:  i) la posibilidad de que los gobiernos apliquen las disposiciones de la legislación sobre competencia relativas a las fusiones en forma discriminatoria contra las empresas extranjeras (o en forma favorable a las empresas nacionales);  y ii) la posibilidad de que las empresas concierten acuerdos con otras empresas que (a diferencia de los cárteles intrínsecamente nocivos) propicien el logro de mejoras de la eficiencia y otros beneficios, como la promoción de las exportaciones.

158. En lo que respecta a la posibilidad de que los países discriminen en favor de las fusiones en que intervengan empresas nacionales (o discriminen en contra de la adquisición de empresas nacionales por extranjeros), cabe señalar que, independientemente de las ventajas o desventajas de esa política, la incorporación directa de una norma expresamente discriminatoria a la legislación nacional sobre competencia podría plantear problemas en relación con el principio fundamental de trato nacional.  Sin embargo, y en función del texto de cualquier eventual acuerdo, puede lograrse el mismo resultado si:  i) se aplica esa política con arreglo a la legislación relativa a la inversión extranjera en lugar de la legislación sobre competencia; y/o ii) se aplica esa política mediante una excepción o disposición derogatoria incorporada a la legislación sobre competencia de manera compatible con los términos de un marco multilateral.  Parece ser que algunos Miembros han aplicado o pueden aplicar políticas con esos efectos discriminatorios en el marco de la política de inversiones, que en principio no está comprendida en el ámbito de aplicación de la legislación sobre competencia.

159. En relación con las mejoras potenciales de la eficiencia u otros beneficios resultantes de los acuerdos entre empresas (por ejemplo, acuerdos relativos a las empresas conjuntas que favorezcan la competencia), en los debates del Grupo de Trabajo se ha planteado la cuestión de si la capacidad de las empresas para concertar esos acuerdos podría verse limitada por un posible marco multilateral, en particular por las disposiciones propuestas sobre los cárteles intrínsecamente nocivos (OMC 2002e, página 21).  La respuesta a esta pregunta dependerá de la forma en que se redacte la disposición sobre los cárteles intrínsecamente nocivos en un marco multilateral.  A ese respecto, en las propuestas de disposiciones sobre los cárteles intrínsecamente nocivos presentadas hasta el momento no se ha especificado que los Miembros tendrían que adoptar a este respecto un criterio per se en vez de un criterio de razonabilidad.  Asimismo, el enfoque adoptado en la Recomendación del Consejo de la OCDE sobre medidas eficaces contra los cárteles intrínsecamente nocivos, a la que se ha hecho referencia a menudo en las deliberaciones pertinentes del Grupo de Trabajo, define los cárteles intrínsecamente nocivos de manera que quedan excluidos de esa categoría, por ejemplo, los acuerdos que dan lugar a la obtención legítima de mejoras de la eficiencia en forma de reducciones de costos (OCDE 1998, citada también en CE 2002, página 6).  También parece importante respecto de esta cuestión, como se ha destacado en las propuestas de los Miembros favorables a la elaboración de un marco multilateral, la capacidad de aplicar según proceda excepciones, exenciones o exclusiones de las prohibiciones generales correspondientes incluidas en la legislación nacional sobre competencia.  Por consiguiente, parece que el marco multilateral sobre política de competencia, y particularmente los compromisos sobre cárteles intrínsecamente nocivos propuestos como elemento de un marco de esa índole, no pretenden ni necesitan reducir la capacidad de los países de permitir la conclusión de acuerdos que se traduzcan en auténticas mejoras de la eficacia o en otros beneficios públicos.

__________







� Para otros estudios sobre los objetivos de la política de competencia, véase Graham y Richardson (1997, páginas 8 a 13) y American Bar Association (2003, en particular las secciones III y IV).





� Hay un debate bastante riguroso sobre esta cuestión;  véanse, por ejemplo, las referencias de la nota 1.





� India, Ley de Competencia, 2002 (Nº 12 de 2003), disponible en Internet en � HYPERLINK http://dca.nic.in/competition_act2002.pdf ��http://dca.nic.in/competition_act2002.pdf�.





� Véanse las secciones C y E de la parte I, infra.


� Por lo que respecta a la importancia de la promoción de la competencia en las economías de transición, véase Kovacic (2001), páginas 291 a 292.  En Anderson et al. (1998) se examina la función de la promoción de la competencia en el Canadá.





� Véanse, en el caso del Canadá, la Ley de Competencia (R.S. 1985, c. C-34), artículos 125 y 126, y en el de la India, la Ley de Competencia de 2002 (Nº 12 de 2003), capítulo VII.


� Bora et al. se refieren aquí al conocido estudio del Banco Mundial titulado El milagro del Asia Oriental.


� La definición de Noland y Pack (2003) de las políticas industriales selectivas es similar a la definición de Wade de las políticas sectoriales.  El interés de esta observación reside en que Nolan y Pack abordan el desarrollo del Asia Oriental desde una perspectiva ortodoxa o neoclásica que les conduce a conclusiones muy diferentes de las de Wade.


� La política de comercio estratégico entraña la definición de los elementos de la política comercial del país, por ejemplo de los aranceles, de manera que permitan a una rama de producción nacional obtener mayores economías de escala el mercado interior protegido o aumentar la producción y reducir los costos por medio de los denominados efectos de aprendizaje en la práctica.  Ambos resultados redundan en menores costos de producción, lo que propicia en principio un incremento de las ventas de exportación.  Los valedores de la política de comercio estratégico señalan asimismo que, además de aumentar la producción nacional, esa política puede traducirse en un "desplazamiento" efectivo de beneficios de las empresas extranjeras a las nacionales.


� Esta afirmación presupone que el enfoque adoptado para la aplicación de la legislación sobre competencia tiene debidamente en cuenta las circunstancias tecnológicas y de otra índole (por ejemplo, la importancia de las economías de escala) que pueden darse en sectores particulares.  Véase un análisis conexo en la subsección 1, infra.


� Tienen importancia para este razonamiento los datos presentados en Glen et al. (2001, 2002), que implican que los beneficios obtenidos por empresas de países en desarrollo tienden a disminuir más rápidamente que en las economías industrializadas.  De ser acertada esta constatación, y la de que las empresas de los países en desarrollo no puedan en efecto obtener fondos de los bancos o las Bolsas, entonces las leyes del mercado estarían efectivamente menoscabando la capacidad de inversión de empresas rentables.


� Amsden y Singh (1994) citan a Okimoto (1990) en apoyo de esa tesis.





� Otra cuestión importante consiste en saber si los mayores recursos dedicados a la inversión se usan de forma productiva o según lo previsto, pero esto rebasa probablemente el ámbito de este estudio.


� Amsden no utiliza ese término con connotaciones peyorativas, sino que contrapone aliterativamente en inglés "the West" y "the Rest."





� Cursivas en el original.


� En el presente análisis se cita repetidamente a Scherer (1992) porque su artículo académico contiene una reseña equilibrada tanto del pensamiento de Schumpeter sobre el funcionamiento de los procesos de mercado como de los programas de investigación que fueron impulsados por las aportaciones fundamentales de ese autor.


� Esto plantea la cuestión empírica de si las industrias cuyos vendedores están más concentrados suelen tener empresas más innovadoras.  Scherer (1992) hace recuento de los giros y vueltas que han dado los estudios empíricos y resume las conclusiones de lo que, a su juicio, es el mejor trabajo de investigación sobre la materia (Geroski 1990).  Scherer describió los resultados de este estudio sobre la propensión a innovar de las empresas británicas del siguiente modo:





"se consideró que la innovación era menos fuerte en las industrias más concentradas. Por lo tanto, los resultados no respaldaban las hipótesis de 1942 de Schumpeter" (Scherer 1992, página 1424).





En los párrafos 90 y 91 infra se citan estudios más recientes sobre la relación entre la propensión a innovar y la concentración de productores en un mercado.





� Véase un análisis conexo en Audretsch et al. 2001, página 619.


� Un somero recorrido por los sitios Web de la División Antitrust del Departamento de Justicia de los Estados Unidos (http://www.usdoj.gov/atr/), la Oficina de la Competencia de la Comisión Federal de Comercio de los Estados Unidos (http://www.ftc.gov/ftc/antitrust.htm), la Dirección General de Competencia de la Comisión Europea (http://europa.eu.int/comm/competition/index_en.html) y la Oficina de la Competencia del Canadá (http://strategis.ic.gc.ca/SSG/ct01250e.html), por mencionar sólo unos pocos de los organismos de aplicación de los países industriales, revela que estos argumentos basados en la eficiencia son ampliamente utilizados por los funcionarios encargados de la competencia en sus análisis y en las decisiones que adoptan, en particular, aunque no exclusivamente, en los casos de fusiones.


� Estados Unidos c. Aluminium Co. of America, 148 F.2d 416, 427 (2d Cir. 1945).


� Véanse el cuadro 1.1 y la sección IV.1 de Ahn (2002).


� Véanse, por ejemplo, las Directrices sobre propiedad intelectual publicadas en 1995 por el Departamento de Justicia y la Comisión Federal de Comercio de los Estados Unidos, en particular su artículo 3.2.2.





� Véase Gilbert y Tom (2001).





� Gran parte de los estudios recientes sobre el desarrollo de Asia Oriental se resumen en Banco Mundial (2003a).





� Singh (1999) observó posteriormente que:





"La evolución de la política de competencia del Japón en los decenios de 1970 y 1980 es interesante, pero menos pertinente para los países en desarrollo que la política de competencia aplicada por el Gobierno japonés de 1950 a 1973 pues al comienzo de este período el Japón presentaba todavía muchas características de un país en desarrollo, con bajo nivel de industrialización y de desarrollo económico" (página 10).


� Porter et al. (2000) describen después iniciativas de ese tipo en los sectores de los aparatos de fax y la robótica.


� OMC (1998b), párrafo 117.





� Estados Unidos, Departamento de Justicia y Comisión Federal de Justicia (1995), y Oficina de la Competencia del Canadá (2000).





� Una importante excepción comercial a la legislación nacional anticártel afecta a los llamados cárteles de exportación.  Scherer (1994 página 45) los describe así:





"… los cárteles de exportación (a menudo denominados asociaciones de exportación) pueden constituirse para ahorrar los gastos de venta, de financiación y de documentación aduanera al permitir a una organización común de vendedores realizar las transacciones de múltiples productores nacionales, como las empresas demasiado pequeñas para organizar sus propias campañas de exportación.  En este caso, pueden resultar beneficiados tanto los compradores como los vendedores."


� Excepciones, exenciones y exclusiones contenidas en la legislación nacional de los Miembros en materia de competencia (WT/WGTCP/W/172, 6 de julio de 2001).


� En OCDE (1995) figura una descripción de algunas de las excepciones, exenciones y exclusiones contenidas en las leyes sobre competencia de otras jurisdicciones.





� Si se ha escogido ese discurso no es porque defina el estado actual de la legislación sobre competencia de la Comunidad Europea, sino porque pone de manifiesto los diferentes tipos de excepciones y exclusiones que pueden aplicarse (y se han aplicado sin duda en cierta época) en esa importante jurisdicción.


� Véase, por ejemplo, Anderson y Jenny (2001), Anderson y Holmes (2002), página 35 y Anderson (2003).


� Por lo menos una delegación, la de Tailandia, ha puesto en duda que las posibles modalidades de cooperación hayan de ser de carácter voluntario. Véase Tailandia (2002a) y los párrafos 246 a 248 infra.





� OMC 2002e, párrafo 14.


� Véase Scherer (1994, páginas 47 a 48) para una descripción de distintos aspectos de este acuerdo.





� OMC (2002e), párrafo 58.









